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EL EJEMPLO DE LOS PLANES CONTRA LA DESPOBLACION

A SCALE OF PLANNING IN ATTENTION TO THE DIRECTIVE FUNCTION
OF THE PLANS. THE EXAMPLE OF PLANS AGAINST DEPOPULATION

José Marfa Rodriguez de Santiago
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Universidad Auténoma de Madrid

RESUMEN: En este trabajo se pretende, en primer término, situar el concepto de plan en el contexto
de las formas de actuacién de la Administracién y de las formas juridicas cldsicas que todavia tienen
fuerza estructurante de la parte general del Derecho administrativo. Después se ensayard el modelo
de una escala de la planificacién en atencién a la funcién directiva de los diversos tipos de planes de
la préctica administrativa actual; escala que se construye con la ayuda de dos criterios: el “volumen”
de la actividad administrativa dirigida por el plan, y la fuerza y la forma de vincular del plan. Para
el final quedard, como un ejemplo que se somete al andlisis que permite este material teérico, el
tratamiento de un conjunto de planes autonémicos contra la despoblacién, que se ha considerado
suficientemente representativo.

PALABRAS CLAVE: concepto de plan, eficacia vinculante del plan, formas de actuacién de la Admi-
nistracién, formas juridicas de la actuacién administrativa, lucha contra la despoblacién, planifica-
cién, programa, proyecto, tipos de planes.

ABSTRACT: This paper intends, first of all, to place the concept of plan in the context of the forms
of action (Handlungsformen) of the Administration and of the classic legal forms (Rechtsformen)
that still have structuring force in the general part of Administrative Law. Later, the model of a
planning scale will be offered and tested in attention to the directive function of the different types
of plans of the current administrative practice. This scale is built with the help of two criteria:
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the “amount” of the administrative activity directed by the plan, and the binding effectiveness of
its decisions and the way the plan uses to steer the administrative action. As an example that is
submitted to the analysis that this theoretical material allows, a set of regional plans against depo-
pulation, which has been considered sufficiently representative, will finally be examined.

KEYWORDS: concept of plan, binding effectiveness of the plan, forms of action (Handlungsformen)
of the Administration, legal forms (Rechzsformen) of administrative action, fight against depopula-
tion, planning, program, project, types of plans.

SUMARIO: 1. PRESENTACION.—2. EL CONCEPTO DE PLAN. 2.1. Un concepto procedimen-
tal y material de plan. 2.2. El plan como “forma de actuacién” de la Administracién, pero no (por
ahora) como “forma juridica” de la actuacién administrativa. Los pilares de la construccién dogmd-
tica de la planificacién y el plan. 2.3. Una ttil descripcidn funcional de plan: un plano intermedio
de concrecién entre la norma abstracta y las decisiones individuales de ejecucién. 2.4. El plan
como “tipo” de decisién administrativa. 2.5. Plan, programa y proyecto.—3. LAS CLASES DE
PLANES. 3.1. La escala de la planificacién: tipos de planes y criterios ordenadores. 3.2. La escala
de la vinculatoriedad de los planes. 3.2.1. Una clasificacién tradicional de los planes en funcién de
su eficacia vinculante. 3.2.2. Planes indicativos. 3.2.3. Planes con eficacia indirecta. 3.2.4. Planes
vinculantes para la Administracion de la organizacion juridico-publica que los aprueba. 3.2.5.
Planes con efectos de soff law para otras Administraciones. 3.2.6. Planes que imponen mandatos
de optimizacién a otras Administraciones. 3.2.7. Planes del Estado o las Comunidades Auténomas
coordinadores de la actividad de las entidades locales. El art. 59 LBRL. 3.2.8. Otras decisiones
planificadoras vinculantes para particulares y entidades locales. 3.2.9. Planes vinculantes con el
cardcter de reglas frente a todos. 3.3. Recapitulacidn: ubicacién en la escala de los planes de la ac-
tual practica administrativa. 3.4. Los limites del modelo propuesto.—4. LOS PLANES CONTRA
LA DESPOBLACION Y SU UBICACION EN LA ESCALA DE LA PLANIFICACION. 4.1.
Presentacién. 4.2. La Estrategia Regional frente a la Despoblacién en Castilla-La Mancha 2021-
2031. 4.3. La Agenda para la poblacién de Castilla y Leén 2010-2020 (modificada en 2017). 4.4.
La Directriz Especial de Ordenacién Territorial de Politica Demogréfica y contra la Despoblacién
de Aragén de 2017. 4.5. La Estrategia Regional de la Comunidad Auténoma de Cantabria frente
al reto demogrifico y lucha contra la despoblacién 2021-2027. 4.6. Conclusidn: los planes contra
la despoblacién en el contexto de la escala de la planificacién.—BIBLIOGRAFIA.

1. PRESENTACION

Desde hace décadas el debate juridico sobre la planificacién y los planes ha tenido
dos importantes polos de atraccién: la planificacién econémica y la planificaciéon
urbanistica. La primera centré6 hasta los anos noventa del siglo pasado una discusién
de marcado contenido ideoldgico, de la que hoy apenas si queda algo, salvo el sim-
bolo del inaplicado art. 131 CE, que, no obstante, contintia siendo, por supuesto,
relevante para la tarea de la interpretacién constitucional.

La planificacién urbanistica, por su parte, ha sido el banco de pruebas en el que
se han construido los pilares dogmdticos de la planificacién como forma de actua-
cién de la Administracién: programacion finalista de la actividad administrativa por
la ley reguladora de la planificacién, discrecionalidad planificadora, ponderacién,

Revista de Derecho Publico: Teoria y Método Vol. 6 | Afio 2022



UNA ESCALA DE LA PLANIFICACION EN ATENCION A LA FUNCION DIRECTIVA... 9

control judicial de los planes, etc. Al mismo tiempo, sin embargo, las peculiaridades
propias de los planes urbanisticos, con su pretendido cardcter normativo vinculante
y su forma de programar las conductas a través de la regulacion de los usos del suelo,
posiblemente han ensombrecido la amplia variedad de formas de dirigir la actividad
administrativa disefiadas en las leyes que actualmente regulan las mds diversas pla-
nificaciones. Planificacién y planes existen pricticamente en cualquier 4mbito de
actuacion del poder ejecutivo.

En este trabajo se pretende, en primer término (infra 2), formular un concepto
de plan que tenga en cuenta, junto a los planes que podrian calificarse como cldsi-
cos, la amplia variedad de las planificaciones que actualmente se encuentran en la
préctica administrativa (estrategias y agendas de actuacién politica, planes contra la
despoblacién, de residuos, salud, servicios sociales, etc.) y que han sido poco o nada
tenidas en cuenta en los tratamientos juridico-dogmdticos nacionales existentes sobre
la planificacién. El primer objetivo consiste, por tanto, en aportar elementos nuevos
al concepto de plan a partir de la incorporacién de mds material positivo a este andli-
sis. Se verd inmediatamente, por lo pronto, que esta diversidad de los planes plantea
una opcién entre aceptar una definicién flexible de plan o tener que contentarse con
la simple elaboracién de tipos o con descripciones funcionales de la planificacién.

A continuacién (infra 3), se ensayard un modelo de escala de la planificacién en
atencién a la funcién directiva de los planes, que constituye la parte central del tra-
bajo y que le da titulo, elaborado a partir de dos criterios ordenadores: el “volumen”
de la actividad administrativa dirigida por el plan, y la fuerza y la forma de vincular
del plan, que también se extrae de las matizadas y concretas regulaciones que hoy se
contienen en el Derecho regulador de la planificacién. El valor de la escala propuesta
tiene, indudablemente, sus limites, pero creo que consigue el objetivo de dar cauce
a una exposicién suficientemente representativa y flexible de la variedad de los planes
existentes en atencién a su funcidn directiva, y de los distintos modos a través de los
cuales se persigue imponer las decisiones del planificador.

De entre los planes de nueva factura que ofrece la prictica administrativa actual
se escogen en la tercera parte del trabajo (infra 4) los planes autonémicos contra la
despoblacién aprobados durante los dltimos afos para someterlos al contraste con
ideas tedricas formuladas en las dos partes anteriores del trabajo.

2. EL CONCEPTO DE PLAN

2.1.  Un concepto procedimental y material de plan

La relacién que existe entre la planificacién y el plan es del mismo tipo que la
que se da entre cualquier procedimiento (o proceso) y su resultado: un plan es el re-
sultado de un procedimiento que se denomina planificacién. Pero la funcién estatal
planificadora se realiza a través de una estructura procedimental, con un contenido y
una racionalidad metodolégica propios, que son los que explican las peculiaridades
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del plan como forma tipica de actuacién del poder ejecutivo’. En este sentido se
propone, en primer término, un “concepto procedimental de plan”: lo que identifica
a esta forma de actuacién administrativa es precisamente el contenido y la estructura
del procedimiento que conduce a su adopcién. Esto no sucede en relacién con otras
formas juridicas de actuacién de la Administracién, por ejemplo, la norma, el con-
trato o el acto, que cuentan con una regulacién del procedimiento que precede a esas
decisiones, pero que no se definen en razén de ese procedimiento.

Del abundante material positivo que ofrece la multitud de leyes reguladoras de las
mids diversas planificaciones que se realizan hoy por el ejecutivo es posible obtener,
por abstraccién, un concepto de planificacién que se puede expresar, entre otras, a
través de la siguiente definicién: la planificacién consiste en un procedimiento (ten-
dencialmente riguroso) de obtencién y elaboracién de informacién sobre el estado
actual de las cosas (diagnéstico), de realizaciéon de un juicio de prondstico sobre su
evolucién, de fijacidn de objetivos determinados y de decision sobre los medios para
alcanzarlos mediante la ponderacién entre alternativas. Diagndstico (comprension
analitica de situaciones actuales), prondstico, objetivos y medidas para alcanzarlos
son el contenido propio del procedimiento planificador?; y la eleccién entre aque-
llas a través de la ponderacién es la estructura metodoldgica més caracteristica de
la planificacién. De la ponderacién se ha dicho, en concreto, que es “la institucion
dogmitica central de la planificaciéon™.

Acertadamente dispone, por ejemplo, el art. 35.3 de la Ley 12/2008, de 5 de
diciembre, de Servicios Sociales del Pais Vasco, al regular la planificacién en este dm-
bito de la actuacién administrativa autonémica, que “el Plan Estratégico de Servicios
Sociales (...) debera incluir un diagndstico de las necesidades sociales y un prondstico
de su evolucidn, los objetivos a alcanzar y las lineas estratégicas y acciones idéneas para
su consecucién (...)”.

Con mis detalle se reiteran los mismos elementos de la definicién también en la
regulacién de la (por diversos motivos, cada vez mds compleja) planificacion hidro-
légica contenida en el Texto Refundido de la Ley de Aguas de 2001 (en adelante,
TRLA) y en el Reglamento de la Planificacién Hidrolégica de 2007 (en adelante,

' Asi, R. WaHL (2013: 78) y L. PAREJO ALFONSO (2020: 21). Abreviaturas utilizadas en el trabajo:
CE, Constitucién espanola de 1978; LBRL, Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local; LEE Ley de 16 de diciembre de 1954 sobre expropiacién forzosa; LGob, Ley 50/1997,
de 27 de noviembre, del Gobierno; LJCA, Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdiccién
Contencioso-administrativa; LRJSE, Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector
Publico; PORN, Plan de Ordenacién de los Recursos Naturales; RPH, Reglamento de la Planificacién
Hidrolégica, aprobado por Real Decreto 1159/2021, de 28 de diciembre, por el que se modifica el
Real Decreto 907/2007, de 6 de julio; TRLA, Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio; TRLOTA, Texto Refundido de la Ley de Ordenacién del
Territorio de Aragdn, aprobado por Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del Gobierno de
Aragén. Agradezco a los revisores del trabajo sus criticas y sugerencias para su mejora.

2 De forma muy parecida, S. MARTIN-RETORTILLO BAQUER (1988: 326); y W. HorpE (1993: 164-
165).

3 R. WanL (2013: 84).
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RPH). Esta planificacién parte, conforme al art. 42.1 TRLA, de una “descripcién” e
“inventario de recursos” y “usos y demandas existentes” que incluye un “andlisis eco-
némico del uso del agua” [diagndstico; el RPH contiene reglas dirigidas a garantizar
el rigor en la fijacién de estos datos fécticos al establecer, por ejemplo, cémo se carac-
terizan las demandas de agua o la forma de evaluar el estado de las aguas superficiales
(arts. 13 y 31 RPH)]. La planificacién hidroldgica implica, asimismo, el prondstico
sobre los usos y demandas “futuros”, para fijar, entre otros, la “lista de los (concretos)
objetivos medioambientales” y decidir sobre las medidas mas adecuadas para alcan-
zarlos (como el establecimiento de reservas o la declaracién de determinadas zonas
o tramos como de proteccién especial, art. 43 TRLA). La eleccién entre las citadas
medidas se realiza mediante juicios ponderativos que utilizan “andlisis coste-eficacia”
para evitar “costes desproporcionados” en la decisién sobre “medidas alternativas”
(art. 61 RPH). Los ejemplos de leyes reguladoras de los diversos tipos de planifi-
cacién administrativa que confirman este esquema definitorio de la planificacion
podrian multiplicarse.

Este material del Derecho positivo, por lo demds, solo confirma las ideas bsicas
que sobre la planificacién y el plan se han formulado por los autores del Derecho
publico desde hace décadas. Plan es el resultado de un procedimiento de planifica-
cién, que es aquel proceso que fija fines a la vista de la concreta situacion de las cosas
y decide sobre los medios que hay que emplear para la consecucién de aquellos; el
proceso de la planificacién es una forma de “pensamiento en alternativas” para poder
decidir de forma racional entre opciones para la consecucién de objetivos; desde el
punto de vista cognitivo la planificacién descansa sobre capacidades institucionaliza-
das para el andlisis de la realidad y los juicios de prondstico; desde el punto de vista
de la teorfa de la decisién sobre el cdlculo racional; y desde el punto de vista de la di-
reccién sobre la capacidad de imposicién de la organizacién dotada de competencias
planificadoras y de su disponibilidad sobre instrumentos directivos utiles®.

El procedimiento de la planificacién implica un proceso ambicioso de obtencién
y elaboracién de informacién vy, en paralelo, un proceso de adopcién de decisiones
que se ha estructurado por el Derecho, fundamentalmente, a través de la dogmdtica
de la ponderacion’. La elaboracién del diagnéstico y la identificacién de los proble-
mas relativos a la situacién de los servicios sociales, por ejemplo, y del prondstico de
las necesidades en este 4mbito son operaciones cognitivas que requieren de suficiente
informacion de calidad que estd en disposicién de la propia Administracién compe-
tente en esa materia y que elabora el plan, de otras Administraciones que desarrollan
tareas en materia de servicios sociales (como los municipios), del pablico destinatario
de las prestaciones (y las organizaciones en que este se integra) y de expertos con
competencia para la formulacién de juicios analiticos sobre la situacién real de las
cosas y las relaciones de causalidad entre las medidas que se adopten y la mejora de

4 Véase, con referencias a otros muchos autores, W. Kéck (2012: 1395-1397).
> Sobre esto, por ejemplo, J. M. RoDRIGUEZ DE SanTIaGO (2000: 31-39 y 92-102).
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esa situacién®. El procedimiento de la planificacién debe articular cauces para que esa
informacién entre y sea analiticamente elaborada en el proceso decisorio.

En el plano 16gico, el primer elemento volitivo de la planificacién es la fijacién de
los objetivos del plan. Esta selecciéon de fines ya es una tarea caracterizada por implicar
un tipo de discrecionalidad que se describe con la alusién a la Administracién “con-
formadora” (frente a la meramente “ejecutiva”)’. Los concretos objetivos de un plan,
cuando —como sucede frecuentemente— existe una ley reguladora de la planificaciéon
en el dmbito de la actuacién administrativa de que se trate (los servicios sociales, por
continuar con el ejemplo), se determinan en el marco de los objetivos generales que
dicha ley impone a cada planificacién. Esos objetivos concretos habran de responder,
como es obvio, a los problemas identificados en el diagnédstico fictico de la situacién.

El segundo momento volitivo o decisorio de la planificacién es el de la adopcién
de medidas para alcanzar esos objetivos: hacer interoperable la historia social con la
historia sanitaria de los destinatarios de las prestaciones, incorporar sistemas tecnolé-
gicos avanzados al servicio de la teleasistencia, imponer obligaciones de recogida de
informacién a los sujetos prestadores, etc.® Cada una de las medidas debe optimizar
los intereses afectados por ella (también los recursos financieros) y su eficacia para la
consecucién de los objetivos concretos del plan en relacién con medidas alternativas.
Para hacer ese juicio también son necesarios datos ficticos en los que se apoya la atri-
bucién de peso o importancia a los distintos mandatos de optimizacién implicados
en la decisién ponderativa’.

Debe advertirse que estas exigencias dirigidas al procedimiento planificador (cuyo
resultado es el plan) pueden cumplirse con intensidades distintas en funcién del tipo
de planes de que se trate. Mds adelante se hablard, por ejemplo, de los planes de
gobierno o direccién politica, también llamados, en ocasiones, estrategias ', directri-
ces'!, hojas de ruta'? o agendas'®. Estos planes se aprueban en ejercicio de la funcién

¢ Hace referencia expresa a la consulta a personal experto del 4mbito profesional y universitario en
el procedimiento de planificacién, por ejemplo, el I Plan Estratégico Integral para Personas Mayores en
Andalucia 2020-2023, aprobado por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 4 de noviembre de 2020,
Boletin Oficial de la Junta de Andalucia, ntm. 221, p. 87.

7 Sobre esto, por ejemplo, L. ARROYO JIMENEZ (2009: 47-49).

8 Véanse estas y otras medidas en el Plan Estratégico de los Servicios Sociales de Castilla y Leén
2017-2021 (accesible o7 line), pp. 170, 172y 175.

? Véase una estructuracion en cuatro fases del proceso de la planificacién en W. Kock (2012:
1405-1408).

19 Por ejemplo, la Estrategia Regional contra la Despoblacién en Castilla — La Mancha, aprobada
por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 14 de diciembre de 2021.

" Por ejemplo, la Directriz Especial de Ordenacién Territorial de Politica Demogrifica y contra la
Despoblacién de Aragén, aprobada por Decreto del Gobierno 165/2017, de 31 de octubre. Sobre ella
véase L. SANCHEZ-MEsA MARTINEZ (2021: 435-437).

12 Por ejemplo, la Hoja de Ruta del Hidrégeno: una apuesta por el hidrégeno renovable, aprobada
por Acuerdo del Consejo de Ministros de 6 de octubre de 2020. Sobre ella véase C. M. AviLa RoDRi-
GUEZ (2022: 666-670).

13 Por ejemplo, la Agenda digital para Espana 2013. Sobre ella véase A. Exposito GAzQuez (2020:
125).
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del Gobierno de dirigir la politica y la actividad administrativa (para el Estado: art. 97
CE), coordinan la actuacién de los diversos departamentos de la Administracién me-
diante el establecimiento de prioridades politicas, remiten a planificaciones futuras
mids detalladas y prevén, incluso, modificaciones legislativas, etc. Su procedimiento
de elaboracién estd marcado por la informalidad y con frecuencia no estd regulado
legislativamente, aunque, a veces, s lo estd de forma mds o menos detallada'®. Para
este tipo de planes es posible aceptar que el diagndstico de la realidad responda a una
valoracion del estado de las cosas menos rigurosamente elaborada y formulada; y que
la ponderacién entre mandatos de optimizacién se realice de forma implicita y esté
muy determinada por prioridades de cardcter politico.

En el otro extremo, sin embargo, un Plan de Ordenacién de los Recursos Natu-
rales o un Plan General de Ordenacién Urbana, que afectan directa e intensamente
a derechos fundamentales de los ciudadanos (como el derecho de propiedad, art. 33
CE) o a bienes colectivos dotados de una estricta proteccién constitucional (como la
defensa del medio ambiente, art. 45 CE), exigen juicios ponderativos metodoldgica-
mente rigurosos que satisfagan los cinones del principio de proporcionalidad y estén
precedidos también de un cuidadoso andlisis de todos los datos ficticos relevantes e
intereses implicados.

Entre uno y otro extremo puede hablarse de una escala de grados diversos de in-
tensidad en la exigencia del cumplimiento expreso de los requisitos destacados como
definitorios del procedimiento de la planificacidn. Desde el punto de vista metodolé-
gico, si no se acepta esta flexibilizacién en el concepto procedimental de plan, quizds
serd necesario renunciar a la posibilidad de una definicién de plan y, entonces, haya
que optar por la elaboracién de tipologias de planes'.

Para completar el trazado de los perfiles de la institucién también debe hablarse
de un “concepto material de plan”. Este concepto sittia el plan en el contexto dogmi-
tico de las formas juridicas de la actuacién administrativa (acto, norma y contrato)
y pretende destacar, de forma negativa, que el resultado de un procedimiento de
planificacién es plan con independencia de la forma en que se apruebe: norma, acto
o contrato, pero también documento interno sin efectos juridicos vinculantes, o que
fija criterios de soft law de los que serd posible separarse después de justificar que se
han tenido en cuenta, etc.

El Plan Hidrolégico Nacional, por ejemplo, que se apr}leba por ley (art. 45
TRLA), es una norma legal vinculante como cualquier ley. Ultimamente, por otra

parte, va ganado terreno la tesis de que el plan urbanistico no tiene en su conjunto

cardcter normativo '%; a mi juicio, el Plan General de Ordenacién Urbana, aprobado

4 El procedimiento de elaboracién del Plan de Recuperacién, Transformacién y Resiliencia se
regulé por el sintético art. 13 del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban
medidas urgentes para la modernizacién de la Administracién Publica y para la ejecucién del Plan de
Recuperacién, Transformacion y Resiliencia, dictado mientras dicho plan estaba ya siendo elaborado.

15 Expresa esta duda metodoldgica W. HoppE (1993: 168).

16 Véanse, por todos, L. PAREJo ALFONsO (2017: 1-35) y J. M. BaRo Leow (2017: 1-8).
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normalmente por Orden del Consejero de Urbanismo, contiene decisiones resoluti-
vas (actos, que aplican Derecho), como la clasificacién del suelo, y decisiones norma-
tivas (que crean Derecho), como las calificaciones urbanisticas .

Menos frecuente es la aprobacién de un plan en forma contractual, pero algin
ejemplo si puede ofrecerse. El Plan de inversiones en las Universidades publicas de la
Comunidad de Madrid para el periodo 2007-2011 se habia aprobado por acuerdo
de 22 de diciembre de 2006 entre la Presidenta de la Comunidad de Madrid y los
Rectores de esas Universidades. Ante la pretensién del pago de casi veinte millones
de euros (previsto en el plan) formulada por la Universidad Complutense frente a la
Comunidad Auténoma, el Tribunal Supremo considera el plan como un convenio
vinculante “en la comun intencién de las partes que resulta o se desprende de los
términos en que quedd expresado”. Incluso aunque no existiera en ese caso crédito
presupuestario, si hubo compromiso contraido; y la posible causa de invalidez ten-
dria que haber sido declarada con fijacién de sus efectos'®. El resultado es la condena
al pago. Al servicio del cumplimiento de los objetivos del plan se pone la eficacia
vinculante del acuerdo de voluntades (contrato).

Por su parte, la Agenda para la Poblacién de Castilla y Leén 2010-2020 " adopta
un total de 174 medidas de caricter indicativo (no vinculantes) relativas a la eman-
cipacién de los jévenes, al apoyo a las familias, a la integracién de los inmigrantes,
etc. El plan no pretende para si la fuerza vinculante que deriva de la norma, el acto?
o el contrato, sino que se limita a disefiar un “banco de medidas” que podrd adoptar
voluntariamente quien sea competente para ello y que, al mismo tiempo, servird de
guia para la evaluacién futura del cumplimiento de las politicas putblicas contra la
despoblacién.

Mds adelante, por aludir a otro tipo de vinculatoriedad distinta de la tipica de
la norma, el acto y el contrato, se hard referencia a las “formulaciones de cardcter
estratégico” reguladas en el art. 26.1 del Texto Refundido de la Ley de Ordenacién
del Territorio de Aragén?', que son decisiones del plan a las que se otorga la efica-
cia caracteristica del soff law cuando se dirigen a la Administracién del Estado: esas
“estrategias” fijan criterios que no vinculan estrictamente, pero deben ser tenidos en
cuenta, en virtud del deber de lealtad institucional [arts. 3.1 e) y 140.1 a) LRJSP] y
del principio de colaboracién [arts. 140.1 ¢) y 141.1 b) LRJSP], por esas autoridades
publicas, lo que significa que el apartamiento de dichos criterios es posible, pero
exige una justificacién.

En definitiva, el plan es, sin duda, una forma tipica de actuacién de la Adminis-
tracién (sobre esto se va a hablar a continuacién), pero no se reconduce necesaria-

17" Sobre esto, J. M. RODRIGUEZ DE SaNTIAGO (2015: 11-15).

18 STS 1945/2013 (R]J/2013/4656), de 2 de abril de 2013 (rec. cas. ntim. 5720/2011), FD 4o.

19" Aprobada por Acuerdo 44/2010, de 14 de mayo, de la Junta de Castilla y Ledn, publicado en el
Boletin Oficial de Castilla y Leén de 17 de mayo de 2010. La Agenda es accesible on fine.

20 Se parte en este trabajo del concepto estricto de acto administrativo como resolucién unilateral
con eficacia vinculante que se expone, por ejemplo, en A. GALLEGO ANABITARTE y otros (2001: 45-50).

21 Aprobado por Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del Gobierno de Aragén.
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mente a alguna de las formas juridicas cldsicas de actuacién administrativa (norma,
acto, contrato). Nada impide, sin embargo, que eso suceda. Hay, pues, zonas de in-
terseccién entre los conjuntos delimitados por la figura del plan y los delimitados por
las tres formas juridicas cldsicas*>. Ademds, como ya se ha dicho en relacién con los
planes urbanisticos, no es necesario aceptar que todo el contenido de un plan tenga
que poder subsumirse bajo una sola de las tres formas juridicas cldsicas.

Por otra parte, ninguna de esas tres formas juridicas cldsicas es, por definicién y
en abstracto, incapaz de dar cauce a la aprobaciéon de un plan. En concreto, que la
aprobacién por ley de un plan medioambiental para un territorio determinado plan-
tee problemas “conceptuales” relativos a la supuesta invasién por el legislador de un
espacio reservado al ejecutivo solo puede explicarse si se parte de un concepto mate-
rial de ley (como el que sostiene que la ley tuviera que ser norma abstracta y general)
que no es el concepto de ley que se contiene en la Constitucién®. Es innegable, no
obstante, que elegir la ley como forma de aprobacién de un plan puede tener sus
consecuencias sobre el resultado de la planificacion: la atribucién al legislador de la
aprobacién del Plan Hidrolégico Nacional (como consecuencia de la reserva legal o
formal de ley establecida por el art. 45 TRLA), en principio, amplia el margen de
libertad ponderativa que tendria el poder ejecutivo en relacion, por ejemplo, con la
decisién politica relativa a los trasvases [art. 45.1 ¢) TRLA].

También es posible que la circunstancia de que bajo la forma de una norma, un
acto o un contrato lo que se apruebe sea precisamente un plan tenga como conse-
cuencia alguna modificacién o adaptacion del régimen juridico de estas formas. Esa
eventual modificacién o adaptacién, normalmente, procederd de la estrecha vincula-
cién que —segin se ha visto— existe entre los objetivos y las medidas fijados por el
plan, por una parte, y el mantenimiento de la situacién fictica descrita en el diagnds-
tico del plan, a la que esos objetivos y medidas pretenden responder.

Por ejemplo, las previsiones de un plan normativo pueden “caducar” (perder su
vigencia sin necesidad de derogacién o sustitucion expresas) como consecuencia de
un cambio de las circunstancias ficticas. Es lo que sucede cuando se transforma por
la urbanizacién un suelo clasificado como rural en urbano, a pesar de que la clasifi-
cacién como rural tenga formalmente una vigencia indefinida?. En definitiva, con
razén se ha destacado que la estricta dependencia del plan con respecto a la situacion
féctica de las cosas a la que responde exige una capacidad de adaptacién cuando las
cosas cambian que no siempre puede ofrecer el régimen juridico al que remiten las
formas juridicas cldsicas de la actuacién administrativa. Cuando lo que se apruebe
a través de una de esas formas sea un plan puede ser necesaria o explicable alguna
modificacién o adaptacién de ese régimen juridico general .

2 Asi, W. Kock (2012: 1400).

» Sobre esto, I. bE OTTO (1988: 162-166) y ]J. M. RODRIGUEZ DE SANTIAGO (2021: 110-113).
La observacién y el ejemplo, en L. PAREjo ALFONSO (2020: 27).
2 E. ScHMIDT-AssMANN (1995: 9, 15).
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En ocasiones es la propia ley reguladora de cada tipo de plan (o sus reglamentos
de desarrollo) la que se pronuncia expresamente sobre la forma juridica con que se
aprueba el plan. El TRLA dispone que “los planes hidrolégicos serdn publicos y vin-
culantes” (art. 40.4), lo que se completa por el precepto del RPH que dispone que
la parte decisoria de esos planes (no la memoria) tiene “cardcter normativo” [art. 81
b)]. Los planes hidrolégicos de cuenca tienen la “naturaleza de reglamento” y pasan a
“formar parte del ordenamiento juridico”?. Preceptos normativos como los citados
resultan orientativos en relacién con el régimen juridico al que se somete el plan
(publicidad, vinculatoriedad, vigencia y modificabilidad de sus decisiones, etc.), muy
especialmente, desde la perspectiva de su impugnacion judicial, esto es, en relacion
con los arts. 25 a 30 LJCA, cuya regulacién estd imbuida de la teoria de las formas ju-
ridicas de la actuacién administrativa, aunque no por completo determinada por ella.

Cuando las leyes reguladoras de la planificacién no contienen esta orientacién
hay que recurrir a los criterios de tipo material o formal que pertenecen al concepto o
al régimen juridico de cada una de las formas juridicas de actuacién para subsumir las
decisiones del plan bajo alguna de esas formas cldsicas o llegar a la conclusién de que
esas decisiones no se adoptan bajo la cobertura de ninguna de ellas. En esto consiste
la tarea de la calificacién juridica del plan?’. Esta operacién permitird, en su caso,
identificar un régimen juridico supletorio y (muy importante en la practica) un régi-
men de impugnacién y proteccién judicial al que someter la decisién planificadora.

Habrd que preguntarse entonces si una decisién planificadora crea Derecho ob-
jetivo (norma), lo aplica unilateralmente al caso concreto (acto) o deriva su fuerza
vinculante de un acuerdo de voluntades (contrato). Son estos criterios materiales que
pertenecen al concepto que define las formas juridicas de la actuacién administrativa.
Pero es también posible llegar a la conclusidn, a la vista de esos criterios materiales,
de que las medidas del plan no pretenden para si la eficacia derivada de ninguna de
aquellas.

Se podrd recurrir para realizar la tarea de la calificacién juridica del plan también
a indicios de tipo formal: si un plan se aprueba por Acuerdo del Consejo de Minis-
tros y no por Real Decreto, en principio, no persigue desplegar eficacia normativa,
porque el art. 24.1 ¢) LGob establece que las normas del Gobierno se aprueban por
Real Decreto (no por Acuerdo)?; un plan cuya parte decisoria no se publica en un
boletin oficial tampoco puede tener eficacia normativa, porque lo impide el principio

%6 Asi, literalmente, Predmbulo (III) del Real Decreto 1/2016 de 8 de enero, por el que se aprueba
la revisién de los Planes Hidrolégicos de las demarcaciones hidrogréficas del Cantdbrico Occidental,
Guadalquivir, Ceuta, Melilla, Segura y Jacar, y de la parte espafola de las demarcaciones hidrograficas
del Cantdbrico Oriental, Mino-Sil, Duero, Tajo, Guadiana y Ebro.

27 Asi, G. E ScuaupperT (2000: 201-203).

8 Varias leyes reguladoras de los Gobiernos autondmicos contienen regulaciones andlogas: art. 70
de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y la Administracién de la Comunidad de Castilla y Leén;
art. 37 de la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla — La
Mancha; y arts. 50 y 143 de la Ley 5/2018, de 22 de noviembre, de régimen juridico del Gobierno, de
la Administracién y del sector publico institucional de la Comunidad Auténoma de Cantabria.

Revista de Derecho Publico: Teoria y Método Vol. 6 | Afio 2022



UNA ESCALA DE LA PLANIFICACION EN ATENCION A LA FUNCION DIRECTIVA... 17

de publicidad de las normas (art. 9.3 CE), aunque para los planes urbanisticos exis-
ten reglas especiales relativas a su publicidad en los arts. 70.2 y 70 ter LBRL; no es
posible sostener que pueda tener cardcter vinculante (normativo o resolutivo) para las
entidades locales un plan en cuyo procedimiento de elaboracién estas no han tenido
la oportunidad de participar; etc.

2.2. El plan como “forma de actuacién” de la Administracién,
pero no (por ahora) como “forma juridica” de la actuacién
administrativa. Los pilares de la construccién dogmadtica
de la planificacién y el plan

Se ha dicho més arriba que el plan es, sin duda, una forma tipica de actuacién de la
Administracion (una “forma tipica, en la praxis, del proceder de la Administracién”) ,
pero que no se reconduce necesariamente a alguna de las formas juridicas cldsicas de
la actuacién administrativa (norma, acto, contrato). Conviene centrar la atencién so-
bre esta afirmacién y, en consecuencia, sobre la distincién entre “forma de actuacién
de la Administracién” y “forma juridica de la actuacién administrativa” (norma, acto
y contrato) *°.

En el contexto de la evolucién permanente del sistema del Derecho administrati-
vo, en la que mds que genuinas revoluciones cientificas existe una lenta y progresiva
integracién coherente (en la medida de lo posible) de “lo nuevo” en “lo viejo” de ese
sistema, creo que todavia tiene sentido utilizar las ventajas de la doctrina de las for-
mas juridicas de la actuacién administrativa: su potencia sistematizadora, su funciéon
de “descarga” y su oferta de seguridad y orientacién. Las formas juridicas vinculan un
concepto a un completo régimen juridico®'.

Si una actuacién administrativa puede subsumirse bajo el concepto de acto ad-
ministrativo, por ejemplo, a ella se imputan un nutrido grupo de consecuencias ju-
ridicas relativas al procedimiento de su aprobacién, a los requisitos de su validez y
de su eficacia, a las formas de revisarlo o revocarlo o de ejecutarlo forzosamente, a
su régimen de impugnacién judicial, etc. El “régimen juridico” de la forma juridica
“acto administrativo” reconduce a la unidad (sistematiza) un amplisimo espectro de
actuaciones administrativas, otorga seguridad y orientacién en la solucién de los pro-
blemas que estas planteen y descarga tanto la tarea regulativa (que puede utilizar una
regulacion supletoria ya existente) como la aplicativa del Derecho (que utilizard las
soluciones elaboradas a lo largo del tiempo por la dogmdtica de esa forma juridica).

El mejor ejemplo que existe hoy para explicar la diferencia entre forma juridica
de actuacién administrativa y forma de actuacién de la Administracién es posible-
mente el del plan. El plan es una forma de actuacién tipica y muy relevante, que se

» Literalmente, L. PAREJo ALFONSO (2020: 26).
3 Sigo en esto a G. E ScrupperT (2000: 141-144 y 198-213).
31 G. F Scuurpert (2000: 141).

Revista de Derecho Publico: Teoria y Método Vol. 6 | Afio 2022



18 JOSE MARIA RODRIGUEZ DE SANTIAGO

encuentra en casi todos los dmbitos de la actividad de la Administracién, pero no es
—al menos, por ahora— una forma juridica en sentido propio, porque no remite a
un régimen juridico completo, como el de la norma, el acto o el contrato. Podr afir-
marse, entonces, que la forma de actuacién de la Administracion es el supraconcepto
bajo el que se sitdan tanto las formas juridicas en sentido estricto (con regimenes
juridicos tendencialmente completos), como otras formas de actuacion (la actuacién
material 2, la informacién administrativa®, las instrucciones y 6rdenes de servicio,
instrumentos de soft law®, el plan, etc.), dotadas de estructuraciones dogmdticas mds
o menos construidas y densas, pero todavia por debajo del umbral de las cldsicas for-
mas juridicas® que siguen ocupando un lugar central en la parte general del Derecho
administrativo.

Es fdcil caer en la cuenta de que la distincidn entre formas juridicas y formas de
actuacion estd sometida a evolucién y, por tanto, en permanente movimiento. En
cualquier momento podra llegarse a la conclusién de que el avance en la construc-
cién dogmitica de un régimen juridico para una forma de actuacién permite elevarla
ya a la categoria de forma juridica®’. Es posible que el plan se encuentre en un estadio
cercano a ese.

La dogmitica y el régimen juridico de la planificacién y el plan se han construido
hasta ahora en torno a un grupo de conceptos y categorias (a los que esa dogmdtica
debe su grado de desarrollo) que se dejan reconducir, en sintesis, a los siguientes: un
tipo de direccién de la actuacién administrativa, la direccién o programacién fina-
listica frente a la direccién o programacién condicional; un tipo de discrecionalidad
en la decision sobre los objetivos del plan y las medidas para alcanzarlos, la discrecio-
nalidad planificadora; un tipo de administracién denominado administracién “con-
formadora” (frente a la administracién “ejecutiva’); y el método de la ponderacion
(frente al de la subsuncién) como forma de adoptar decisiones por la Administracién
y de controlarlas por el 6rgano judicial (conforme a un canon y con una intensidad
que, obviamente, no permiten al juez, sin mds, sustituir por la suya la ponderacion
realizada por el 6rgano del ejecutivo) *®. Expliquemos este grupo de ideas solo con un
poco mds de detenimiento, pues su contenido es ya suficientemente conocido.

Frente a lo que fue caracteristico de la Administracién de policia, como modelo
de administracién “ejecutiva’ que aplica reglas y (desde otra perspectiva) estd dirigi-
da por programas condicionales (del tipo: “si se da este supuesto de hecho, procede
aplicar esta o estas consecuencias juridicas”), la funcién estatal de la planificaciéon

Sobre esto, J. GaArRcia-ANDRADE GOMEZ (2021).
33 Sobre esto, F. VELAsco CABALLERO (2002).
Sobre esto, por ejemplo, J. M. RODRIGUEZ DE SanTIAGO (2021: 158-162).
Sobre esto, D. SarmiENTO (2008) y L. ARROYO JIMENEZ y J. M. RODRIGUEZ DE SANTIAGO
(2021: 233-246).

% G. F. ScaupperT (2000: 142).

3 G. E Scuurpert (2000: 144).

3% Asi, G. E Scuaurpert (2000: 204-209), W. K6ck (2012: 1440-1448) y L. Parejo ALFONSO
(2020: 24-28).
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se descubrié hace décadas como ejemplo paradigmdtico de administracién “confor-
madora’, dirigida y programada por la norma de otra manera®. La ley que regula
la planificacién dirige la actividad administrativa y programa sus decisiones a través
de la imposicién de fines 0 mandatos de optimizacién que suelen entrar en conflicto
unos con otros y con los que debe cumplirse a través de la decisién que se adopte “en
la medida de lo posible”, en atencién a las circunstancias del diagnéstico del plan“.

La planificacién de carreteras, por ejemplo, deberd, en la medida de lo posible,
cumplir con los posibles objetivos impuestos por la legislacién que la regula relati-
vos a la conexién fluida entre los grandes centros de produccién y consumo, para
promover el desarrollo econdémico y la generacién de empleo; pero, también, a la
garantia del acceso adecuado a los pequefios municipios y zonas rurales, para luchar
contra la despoblacién. Como los recursos son limitados y la proteccién del medio
ambiente exige austeridad en el uso del suelo, la Administracién tendrd que ponderar
entre esos mandatos de optimizacién en atencién a las circunstancias ficticas e inte-
reses identificados en el diagnéstico del plan®'. En este contexto de ideas se inserta
correctamente la jurisprudencia constitucional que llama la atencién sobre “el juicio
de ponderacion en que esencialmente consiste la decision sobre el planeamiento” 2.

Debe advertirse, no obstante, que, con frecuencia, en la ley reguladora de la pla-
nificacién no todo serd solo imposicion de fines con la estructura propia de los prin-
cipios 0 mandatos de optimizacién. La ley de carreteras también puede anadir a esa
forma de dirigir la planificacién administrativa la propia de las reglas, si incluye, por
ejemplo, la prohibicién absoluta de que un tramo viario atraviese determinadas zonas
protegidas medioambientalmente o la necesidad incondicional de respeto a decisio-
nes adoptadas por otros planes.

El punto de partida es, pues, por una parte, que no es concebible la planifica-
cién (en la gestién de residuos, los servicios sociales, el urbanismo, las carreteras o
las aguas continentales, etc.) sin que se otorgue a quien ha de decidir sobre ella un
amplio margen de libertad conformadora en la fijacién de los objetivos concretos
del plan y la eleccién de las medidas destinadas a su consecucion. Por otra parte, sin
embargo, es evidente que libertad conformadora y sujecién a la ley se encuentran en
una tensién de principio.

3 Véase R. WanL (2013: 78-81).

% La distincién entre programas condicionales y finales es de N. LuHMANN (1966: 87). El parale-
lismo con la conocida distincién entre reglas y principios de R. ALEXY (1996: 71 Y s8.) es evidente. Sobre
la distincién entre reglas y principios en la doctrina espafola puede verse, por todos, M. ATIENZA y ].
Ruiz MANERO (2004: 28-42).

41 E] Plan General de Carreteras de Aragén 2013-2024, aprobado por Decreto 190/2013, de 17 de
diciembre (Boletin Oficial de Aragon de 31 de diciembre), del Gobierno de Aragén, por ejemplo, declara
expresamente que, dadas las limitaciones presupuestarias, “pretende concentrar los recursos disponibles
en las relaciones y comunicaciones que mds pueden potenciar el desarrollo econémico y el empleo, que
sin duda son las relaciones entre las principales ciudades y centros de actividad econémica de Aragén”
(p. 34490 del BOA).

4 STC51/2004, de 13 de abril, FJ 10, aunque referida, en concreto, a la planificacién urbanistica.
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Pues bien, la exigencia de adoptar la decisién sobre planificacién después de in-
vestigar los hechos con el suficiente rigor e identificar los intereses en juego, de atri-
buirles la importancia que les corresponde y de establecer prevalencias entre ellos
para elegir las medidas que de forma mds adecuada satisfagan los concretos objetivos
del plan (todo eso es ponderar) es, sin duda, una forma de imponer racionalidad en
el ejercicio de la mencionada libertad conformadora; y, al mismo tiempo, una via
adecuada que la hace compatible con el control de dicha actividad administrativa
y, cuando estdn en juego sus derechos e intereses, con la proteccién juridica del
ciudadano ®*.

Es discutible si esta forma de otorgar por la ley el poder planificador al ejecutivo
da lugar al ejercicio por este de un tipo categorialmente distinto de discrecionalidad,
denominado, precisamente, discrecionalidad planificadora; o si, aunque se admita
una diferencia de grado con respecto a la discrecionalidad en la aplicacién de con-
ceptos normativos indeterminados contenidos en el supuesto de hecho de una regla
o a los supuestos de discrecionalidad en la determinacién de la consecuencia juridica
prevista también en una norma con la misma estructura condicional, la discreciona-
lidad planificadora puede subsumirse bajo un concepto general de discrecionalidad,

como yo creo .

2.3. Una util descripcién funcional de plan:
un plano intermedio de concrecién entre la norma abstracta
y las decisiones individuales de ejecucién.

Desde una perspectiva no dogmdtico-conceptual, sino, mds bien, funcional, se
ha ofrecido una grafica explicacién de la planificacién como el resultado de la inser-
cién de un plano intermedio de concrecién entre la norma abstracta y las decisiones
individuales de ejecucién®. El plan se caracteriza por su dependencia con respecto a
la situacién féctica de las cosas que pretende ordenar o transformar. Es esencial a la
planificacién su funcién de concretar los mandatos de la ley abstracta y general con
respecto al objeto identificado en su diagndstico; y, por otra parte, la de coordinar los
actos de ejecucién determinados por el plan“. Insertar un estrato de “elaboracién”
planificadora (el plan de carreteras, por ejemplo) entre la norma abstracta y general
(la ley de carreteras) y los actos individuales de ejecucién (cada uno de los concre-
tos proyectos de construccién de tramos de carreteras) permite contar con un util
eslabén intermedio ordenador y racionalizador, que llega mds alld de lo que puede
alcanzar la norma en su abstraccién y optimiza la coherencia de lo que, sin plan, po-

# F OsseNBUHL (1995: 904) y W. Horpe y S. GROTEFELS (1995: 230 y 241).

4 Véase, ]. M. RoDRIGUEZ DE SaNTIAGO (2015: 5-16), por referencia a la tesis sobre la discrecio-
nalidad expuesta por M. Bacicaruro (1997: en especial, pp. 181 y ss.).

# Asi, L. Parejo ALFONso (2020), ya en el titulo de su trabajo: “La actuacién administrativa a
caballo de la divisién entre normacion y simple ejecucion y el caso de la planificacion y el plan”.

4 Asi, K. F. GArprtz (2009: 6).
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drfa ser solo un sumatorio yuxtapuesto de actos individuales de ejecucién?’. El plan
compartirfa con la norma su funcién de ser premisa de decisiones futuras y permite,
por otra parte, que cada una de esas decisiones de ejecucién mantenga, con respecto
a las demds, una relacién de coordinacién y dependencia reciproca.

Este grado intermedio de concrecién permite que las decisiones ejecutivas se
adopten teniendo en cuenta los objetivos especificos fijados por el plan (en atencién a
las circunstancias diagnosticadas), no solo los generales establecidos en la ley. A través
de la planificacién se crea un marco procedimental ideal para solucionar conflictos
que, por su grado de detalle, dificilmente pueden ser tenidos en cuenta adecuada-
mente por las reglas de la norma general; y para cumplir una funcién integradora de
los actos de ejecucion, que se escapa a las posibilidades del procedimiento individual
que precede a cada uno de esos actos.

La complejidad de la situacién féctica descrita en el diagnéstico del plan y los
conflictos entre intereses concretos pueden ser elaborados en este nivel adicional de la
planificacién de forma mds racional y transparente; y la eventual incerteza existente
puede ser absorbida en diversas fases. La legislacion se descarga con ello de solucionar
conflictos que pueden ser trabajados mds correctamente en el procedimiento de la
planificacién. A su vez, en este procedimiento planificador la Administracion estd ya
obligada a adoptar una decision sobre esos conflictos a los que se da mejor respuesta
en el nivel del plan que en el del acto ¢jecutivo individual ®. Serfa contrario a la pro-
pia idea de la racionalidad planificadora escamotear la decisién en ese momento y
remitirla al tltimo procedimiento de la decisién concreta.

En ocasiones, la ley reguladora de la planificacién introduce entre ella y el acto
de ejecucion no solo uno, sino varios niveles de elaboracién y solucién planificadora
de conflictos. Se verd més adelante que, por ejemplo, la legislacién estatal de carrete-
ras descompone la planificacién en dos niveles: el del plan y el de varios programas
(que también tienen la naturaleza de planes) que desarrollan el plan por partes®®. En
materia de planificacién urbanistica este modelo es bien conocido: el plan general de
ordenacién urbana se desarrolla por planes parciales, especiales, estudios de detalle,
programas de actuacion urbanistica, etc. Cuando la ley regula el contenido de cada
uno de esos instrumentos suele identificar las decisiones que deben adoptarse en cada
nivel y, con ello, el tipo de conflictos que han de ser resueltos en cada estrato planifi-
cador. Si los planes tienen naturaleza normativa (total o parcialmente), ademds, la ley
puede ordenar las relaciones entre esas normas infralegales conforme al principio de
jerarquia o al de competencia, o de acuerdo con soluciones mixtas'.

Esta gréfica y util descripcion funcional de la planificacién se encuentra, a mi
juicio, con el obstdculo dogmadtico de estar vinculada a un concepto incorrecto de

47 K. F. GArprrz (2009: 7).

4 Asf, S. MarTIN-RETORTILLO BAQUER (1988: 336) v W. Kdck (2012: 1396).

4 K. F GArprrz (2009: 8).

0 Véanse los arts. 7 y 10 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras.

31 Sobre esto, en el 4mbito del planeamiento urbanistico, ]. A. CHINcHILLA PEINADO (2010: 13-45).
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norma juridica y, también, al mismo tiempo, a un concepto material de ley: ni la
norma se caracteriza conceptualmente por su cardcter abstracto y general (sino por
ser regla que crea Derecho objetivo, lo que también puede hacerse por la ley para el
caso concreto y singular)>?, ni el plan se sitda siempre entre la norma y el acto de
ejecucion, porque —como ya se ha dicho— hay planes que se aprueban en forma de
ley y, entonces, malamente puede decirse que el plan sea un eslabén intermedio entre
la norma y el acto: el plan es, en ese caso, precisamente la norma.

Esto no impide, a mi juicio, aceptar que con la reflexién a la que se ha hecho refe-
rencia en relacién con la planificacién como nivel intermedio entre la norma general
y las decisiones individuales se describe muy eficazmente la funcién tipica del plan,
estrechamente vinculada, por cierto, al concepto defendido mds arriba (dependencia
del diagnéstico relativo a una situacion real de las cosas, multiplicidad de intereses
implicados y posibles equilibrios alternativos entre ellos para la consecucién de obje-
tivos, etc.) y con independencia de la forma en la que el plan se adopte.

2.4. El plan como “tipo” de decisién administrativa

No creo que exista tampoco, desde el punto de vista metodoldgico, ningtin obs-
ticulo que impida preferir, con respecto a la planificacién y al plan, separarse del
rigor del “concepto” y la “definicién” (de los que aqui se ha partido) y acogerse a la
flexibilidad del “tipo” y la “descripcién” de sus notas caracteristicas, con ayuda de las
cuales puede enjuiciarse con margen para la gradualidad si un fenémeno juridico las
cumple con tal intensidad como para poder integrarse bajo aquel .

Esta es la via que se elige cuando se afirma que el plan es un tipo especial de
decisién estatal, que puede caracterizarse como un instituto juridico propio, y de la
que son caracteristicas “tipicas’: la libertad conformadora, la combinacién de multi-
lateralidad y concrecién, la complejidad de intereses y la vinculacién al estado de las
cosas, el pensamiento en alternativas, la conexién de las medidas seleccionadas con la
consecucion racional de fines, el diseno de un modelo ttil para conformar el futuro,
la adaptacién flexible de ese modelo y su realizacién a las nuevas necesidades’*; en
sintesis y en definitiva: complejidad, conexidad y creatividad configuradora son las
tres notas que caracterizan la planificacién y el plan.

52 Esta es, precisamente, una de las tesis principales del estudio que sobre el plan realizé hace déca-
das A. GALLEGO ANABITARTE (1979: 341-383). El trabajo propone un concepto de norma (creacion de
Derecho objetivo en el que se fundamentan derechos y deberes) para aplicarlo al III Plan de Desarrollo
de 1972, que tendrfa el mismo cardcter de norma y de ley que también tiene la ley del presupuesto. Se
sigue ese concepto de norma en J. M. RODRIGUEZ DE SaNTIAGO (2021: 17-20 y 110-113).

%3 Sobre esto, véase, por ejemplo, K. LARENZ (1994: 211) y S. Diez SasTre (2018: 125-129).

54 Asi, E. ScHMIDT-AssMANN (1998: 278-279).

> Asi, E. SCHMIDT-AsSMANN (1995: 4-5). También, L. Parejo ALronso (2020: 25) y W. Kock
(2012: 1396).
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2.5. Plan, programa y proyecto

Para terminar este apartado general relativo al concepto de plan, conviene volver
a centrar la atencién sobre una Gltima cuestion relativa a definiciones. Esa cuestion
es la que se refiere a la distincién entre plan, programa y proyecto, conceptos que
aparecen con frecuencia en un contexto de cierta conexién y complementariedad en
los dmbitos del Derecho administrativo y de la Ciencia de la Administracién. Hoy, a
la distinciéon conceptual entre plan y programa, por una parte, y proyecto, por otra,
se vinculan importantes consecuencias juridicas, por ejemplo, en la Ley 21/2013,
de 9 de diciembre, de evaluacién ambiental: los “planes y programas” que cum-
plan con los requisitos establecidos en su art. 6 se someten a “evaluacién ambiental
estratégica’ >°, mientras que los “proyectos” regulados en su art. 7 estdn sujetos a la
“evaluacion de impacto ambiental”.

La renuncia de la Directiva 2001/42/CE, de 27 de junio, sobre evaluacién de las
repercusiones de determinados planes y programas en el medio ambiente, a definir
los conceptos que determinan su propio dmbito de aplicacién, se suple, en alguna
medida, por la definicién que ofrece el art. 5.2 b) de la citada Ley 21/2013: planes
y programas son ‘el conjunto de estrategias, directrices y propuestas destinadas a
satisfacer necesidades sociales, no ejecutables directamente, sino a través de su de-
sarrollo por medio de uno o varios proyectos”®. De esta definicién ya es posible
extraer algtin contenido util. Los planes y los programas fijan (conforme a lo que se
ha expuesto mds arriba para el plan) solo “premisas sobre decisiones futuras” que no
son directamente ejecutables; los proyectos desarrollan esas premisas decisorias, con
la coherencia y coordinacién que deriva de su fijacién previa y con cardcter ejecutivo.

Hay mds material del Derecho regulador de la planificacién que confirma y com-
pleta este resultado inicial. La legislacién estatal de carreteras permite aproximarse
también a la distincidén entre plan y proyecto: el plan estratégico de carreteras del
Estado tiene como objeto toda “la politica sectorial de carreteras”>, mientras que
los programas desarrollan ese plan solo “en parte de una red de carreteras” . El plan
tiene un cardcter tendencialmente omnicomprensivo de la politica sectorial de la que
se trate del que carece el programa, que, aunque participa del cardcter de plan, estd
determinado por la nota de que su objeto no es un conjunto, sino una parte de este.

Frente a ellos, el proyecto constituye el disefio pormenorizado de una ejecucién
material del plan o programa (ya no hay nada que quede entregado a otra decision
futura, solo falta esa ejecucién material), con referencia concreta e individualizada

3¢ Sobre esto, con un andlisis de la jurisprudencia del TJUE relativa al concepto “funcional y ex-

pansivo” de “planes y programas”, véase F. L. HERNANDEZ GoNzALEZ (2020: 273-315).

7 Sobre esto, K. F. GArprTZ (2009: 3-4).

%8 Véanse otras referencias al Derecho interno y al Derecho de la Unién Europea en relacién con
esta definicién en L. Parejo ALFONsO (2020: 24).

3 Art. 7.1 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras.

% Art. 10.1 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras.
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a una superficie de terreno y a los derechos que se proyectan sobre é1°'. La decisién

sobre el proyecto también se adopta por ponderacién entre “diferentes alternativas
de trazado” > —esto lo tienen en comun el plan y el proyecto—, pero, por lo demds,
ahi se acaban las semejanzas: el proyecto carece de cualquier pretension de fijar las
premisas para una decisién ulterior.

Una diferenciacién entre plan y programa semejante a la de la legislacién de ca-
rreteras se encuentra en la de residuos. El plan estatal marco de gestién de residuos
contiene “la estrategia general de la politica de residuos”® y los planes autonémicos
de residuos tienen andlogo cardcter omnicomprensivo en su dmbito territorial *. En
esta materia los “programas” se refieren, por su parte, bien al aspecto concreto solo
de la “prevencién de residuos”®, bien al territorio limitado de una entidad local *°.

En definitiva, el plan y el programa son el resultado de un procedimiento plani-
ficador. El programa tiene un cardcter especial frente al tendencialmente omnicom-
prensivo del plan. El proyecto es la tltima decisién ejecutiva dictada en el marco de
una prevision del plan o programa. Como se verd mds adelante, responde a una cierta
idea sistemdtica que la Ley de Expropiacién Forzosa de 1954 vincule precisamente
al plan la declaracién implicita de utilidad publica (la autorizacién para que en el
futuro la Administracién expropie bienes y derechos con destino al fin pablico que
constituye también el objeto de la planificacién) (art. 10 LEF); y al proyecto, sin
embargo, también de forma implicita (art. 17.2 LEF), la necesidad de ocupacién:
“la necesidad concreta de ocupar los bienes o adquirir los derechos” (art. 15 LEF)
afectados por el disefio pormenorizado de la ejecucién material del plan.

3. LAS CLASES DE PLANES

3.1. La escala de la planificacién: tipos de planes
y criterios ordenadores

Se ha hecho referencia mds arriba, al exponer que los elementos de la definicién
de planificacién pueden cumplirse con intensidades distintas en funcién del tipo de
plan de que se trate, a una linea ideal que tendria en un extremo a los denominados
planes de gobierno o direccién politica (que coordinan de forma flexible las priorida-
des de actuacién de los diversos departamentos de la Administracién dirigida por el

61 Véanse los arts. 11.2 ¢) y 12.5 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras.

62 Asi, expresamente, art. 11.2 b) de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras.

6 Art. 14.1 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados; y art. 15.1 de la
Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economia circular.

4 Véase el art. 14.2 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados; y
art. 15.2 de la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economia circular.

6 Art. 15 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suclos contaminados; y art. 14 de la Ley
712022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economia circular.

6 Art. 14.3 de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados; y art. 15.3 de la
Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economia circular.
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Gobierno que aprueba el plan) y en el otro extremo a los planes urbanisticos (que,
en principio, regulan con detalle y estricta fuerza vinculante los usos del suelo en el
municipio). Partamos en la exposicién que sigue de esta linea ideal.

En el lado izquierdo de esta representacion gréfica se sitdan, pues, como acaba de
decirse, los planes de gobierno o direccién politica. Y en el extremo derecho, junto a
los planes urbanisticos, con un modo regulatorio y una eficacia vinculante semejan-
tes a estos, cabe situar a los planes de proteccién medioambiental (el plan de ordena-
cién de los recursos naturales® y los planes rectores de uso y gestion®®, por ejemplo).
También estos establecen pormenorizadamente las limitaciones a los usos del suelo
desde la perspectiva de la proteccién del medio ambiente como resultado de un pro-
ceso de ponderacién metodolégicamente riguroso en el que las exigencias impuestas
por la optimizacién de ese bien colectivo relativo al interés general (art. 45 CE) se
han pesado de forma cuidadosa con las derivadas de los derechos fundamentales (en
especial, a la propiedad, art. 33 CE) de los particulares afectados (intensamente) por
el plan.

En la parte central de la linea, entre los planes de gobierno o direccién politica,
en el extremo izquierdo, y los planes reguladores del uso del suelo (urbanisticos y
medioambientales), en el extremo derecho, podria situarse graficamente otro tipo
de planes: los planes de transformacién material de un dmbito de la actuacién ad-
ministrativa. Estos tienen como objeto fijar las premisas decisorias de la actuacion
de la Administracién destinadas a trasformar y desarrollar la realidad sobre la que se
proyecta la acciéon de cada uno de los diversos departamentos o sectores de la Admi-
nistracién: la gestién de los residuos, los servicios sociales, las vias de transporte o las
infraestructuras eléctricas o de las telecomunicaciones, por ejemplo.

Partamos en la exposicién, pues, de estos tres tipos de planes: i) planes de go-
bierno o direccién politica, ii) planes de transformacién material de un dmbito de la
actuacién administrativa y iii) planes reguladores del uso del suelo®.

La escala de la planificacién que aqui se expone utiliza dos criterios ordenadores
que se refieren a la funcién directiva de los planes. El primero es el que tiene en
cuenta lo que podria identificarse como el “volumen” de la actividad administrativa
sobre la que el plan tiene eficacia directiva. Ese volumen es mdximo en el extremo
izquierdo de la linea ideal, porque los planes de gobierno o direccién politica tienen
como objetivo tipico fijar las prioridades de actuacién del ejecutivo, que afectardn
potencialmente a todos o a buena parte de los departamentos de la Administracién
(estatal, autonémica o local). El volumen de la actividad administrativa dirigida por
el plan se reduce en el tramo intermedio de la representacién en relacién con los
planes que, como los de carreteras o servicios sociales, solo se proyectan sobre una es-

7 Véase, por ejemplo, art. 17 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de
la Biodiversidad.

8 Véase, por ejemplo, art. 20 de la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales.

% Tomo los tres tipos de planes en atencién a su funcién directiva, con algunas adaptaciones, de
W. Kok (2012: 1415-1416, passim), quien, por su parte, la toma de M. OLDIGES (1970: 44 y ss.).
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pecifica tarea transformadora o sector de la Administracién. Al llegar al extremo de la
derecha, con respecto a los planes de regulacién de los usos del suelo, no seria quizds
adecuado afirmar que se reduce todavia mds el volumen de la actividad administrati-
va que se programa, pero si que la funcién directiva del plan se focaliza en el sentido
de que el plan solo pretende ordenar la proyeccién que sobre los usos del suelo tiene
el objeto de los intereses publicos a los que sirve el plan. La funcién directiva del plan
se reduce en este extremo de la escala pues se prescinde de cualquier aspecto que no
sea la proyeccién de sus decisiones sobre el uso del suelo.

El segundo criterio ordenador de la escala es el de la fuerza y la forma de vincular
de las decisiones del plan. Este juega de forma inversa al anterior. Para los planes de
gobierno es méximo el volumen de la actividad administrativa dirigida, pero su fuer-
za vinculante suele ser débil y su eficacia directiva estd caracterizada por la flexibilidad
que deriva del cardcter politico de esa forma de direccién. Para los planes reguladores
de los usos del suelo, a la derecha de la representacién grafica, por el contrario, la
fuerza vinculante del plan sobre ese tnico aspecto regulado (el uso del suelo), sue-
le ser estricta y en este lado de la escala se sittian buena parte de los denominados
“planes normativos”. En la zona intermedia, los planes de transformacién material
de un dmbito de la actuacién administrativa, con un definido objeto sectorial de di-
reccién planificadora, estin dotados de formas variables de vinculatoriedad: algunos
son puramente indicativos (lo que tampoco significa que no tengan ninguna eficacia
directiva), otros despliegan efectos vinculantes para los érganos de la Administracion
dirigidos por el Gobierno que aprueba el plan, partes de la decisién planificadora
pueden tener la eficacia de fijar criterios de obligado cumplimiento por las entida-
des locales en virtud de una competencia coordinadora de la organizacién superior
(conforme a lo dispuesto por el art. 59 LBRL), o de establecer criterios de soff law o
principios que deben ser considerados o ponderados por otras Administraciones, etc.
Prestemos ahora atencidn a esta escala de la vinculatoriedad que es el segundo criterio
ordenador del modelo de escala de la planificacién que se ofrece.

3.2. La escala de la vinculatoriedad de los planes

3.2.1.  Una clasificacion tradicional de los planes
en funcion de su eficacia vinculante

Una de las clasificaciones mds conocidas de los planes, que utiliza como criterio
ordenador el del modo de cumplir con su funcién directiva o, expresado de otra
manera, el de su eficacia vinculante, es la que distingue entre planes indicativos,
planes con eficacia indirecta y planes imperativos”’. Los planes indicativos dirigen la
actividad de sujetos putblicos o privados simplemente por la fuerza directiva que tie-
ne la elaboracién y formulacién de informaciones por parte del poder pablico. Més

7% Esta clasificacién, por ejemplo, en W. Hoprpe (1993: 173-175) y W. Kock (2012: 1417-1420).
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adelante se volverd sobre esto. Los planes con eficacia indirecta identifican objetivos y
prioridades que no se imponen de forma imperativa a los destinatarios del plan, sino
que posteriormente encontrardn su reflejo en actuaciones de fomento que promove-
ran mediante estimulos el comportamiento conforme al plan (a través, por ejemplo,
de subvenciones o desgravaciones fiscales) o regulaciones que gravardn actividades
disconformes con los objetivos del plan. Los planes imperativos vinculan a sus des-
tinatarios mediante la aprobacién del plan a través de alguna forma juridica a la que
se conecte una eficacia de ese tipo, sobre todo, de la forma normativa o resolutiva.

Aunque esta clasificacion tradicional no ha perdido su valor, la realidad de la de-
terminacion de la eficacia vinculante de los planes que ofrecen las leyes reguladoras
de la planificacién es bastante mds rica y matizada que la que se muestra en ella”.
Vedmoslo.

3.2.2.  Planes indicativos

En términos generales, la informacién administrativa despliega por si misma una
eficacia directiva’?. Eso también sucede con la informacién elaborada y formulada en
el plan. Los sujetos privados pueden adoptar decisiones sobre la base de un diagnds-
tico aparentemente correcto de la situacién de las cosas en un determinado dmbito
de la actuacién administrativa. Administraciones publicas distintas a la autora del
plan pueden asumir voluntariamente como propios los objetivos fijados por este y
las medidas disenadas para conseguirlos (aunque no sean vinculantes), en especial, si
existe sintonia politica entre los érganos de gobierno correspondientes o en la deter-
minacién de dichos objetivos y medidas ha tenido relevancia la participacién de esas
otras Administraciones.

Pero, posiblemente, la eficacia directiva mds clara y definida de los planes indi-
cativos proceda del proceso de obtencidn, elaboracién y suministro de informacién
en que consiste la evaluacién del plan. La evaluacién periédica del cumplimiento de
los objetivos de un plan contra la despoblacién, por ejemplo, que se lleva a cabo con
ayuda de indicadores determinados (que deberfan ser cuidadosamente seleccionados
para garantizar su utilidad) y, quizds, por un érgano colegiado especificamente dise-
fiado para cumplir esa tarea, constituye un instrumento dotado de una indirecta pero
sensible funcién directiva. Es evidente que la funcién directiva de la evaluacién se
incrementard si los informes periddicos de seguimiento del plan tienen que hacerse
publicos.

Los resultados de las evaluaciones periédicas informan a la Administracién diri-
gida por el plan de si se estd haciendo mucho o poco para ejecutar las medidas que
fueron adoptadas en relacién con esa politica puablica; o si esas medidas se estdn mos-
trando suficientemente eficaces para alcanzar los objetivos propuestos o es necesario

71" Esto también lo reconocen W. Horre (1993: 175) y W. Kock (2012: 1419).
72 Sobre esto, F. VELAsco CABALLERO (1999: 42-44).
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utilizar para ello mds recursos materiales, corregir el rumbo o recurrir a otras medidas
con efectos mds contundentes y eficacia vinculante, como una reforma legislativa
inicialmente no prevista. La oposicién parlamentaria puede utilizar los resultados de
las evaluaciones para controlar la accién del gobierno en lo que se refiere al cumpli-
miento de su propio plan. Y el electorado tiene informacién para formar su intencién
de voto en funcién de que las cosas se hayan hecho bien o mal.

3.2.3.  Planes con eficacia indirecta

Son planes con eficacia indirecta, como se ha dicho, aquellos que identifican
objetivos y prioridades que no se imponen de forma imperativa a los destinatarios
del plan, sino que posteriormente encontrardn su reflejo en actuaciones de fomento
que promoverdn mediante estimulos el comportamiento conforme al plan (a través,
por ejemplo, de subvenciones o desgravaciones fiscales) o regulaciones que gravardn
actividades disconformes con los objetivos del plan. Entre los objetivos y las medi-
das del plan y los efectos juridicos favorables o desfavorables para el destinatario se
inserta uno o varios actos juridico-publicos que, por remisién al plan, son los que
propiamente surten dichos efectos juridicos. En ese sentido se utiliza la expresion
planes con eficacia “indirecta’. Veamos dos ejemplos.

Elart. 74.1 dela Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de servicios sociales de Castilla
y Ledn establece que “la planificacion autonémica de los servicios sociales serd vincu-
lante para (...) las entidades privadas titulares de servicios sociales financiados, total
o parcialmente, con fondos publicos”. De acuerdo con esa previsin, el Plan Estraté-
gico de los Servicios Sociales de Castilla y Leén 2017-2021 identifica concretamente
entre las medidas que adopta cudles son las vinculantes para los mencionados sujetos
privados: la creacién de comités de ética, la revision de los protocolos en materia de
sujeciones mecdnicas y quimicas, la creacién de mecanismos de interoperabilidad
para la transmision de informacién”, etc. Serd el contrato, el concierto o la subven-
cién’* que regula la relacién entre esos sujetos privados y la Administracién el acto
juridico que vincula la financiacién publica con el cumplimiento de esas medidas.

Por su parte, el Plan Espana Digital 2025 articula una serie de medidas que, en su
conjunto, pretende disefar “una Agenda actualizada que impulse la transformacién
digital de Espafia como una de las palancas fundamentales para relanzar el creci-
miento econémico, la reduccién de la desigualdad, el aumento de la productividad,
y el aprovechamiento de las oportunidades que brindan estas nuevas tecnologias™”.
Pues bien, para conectar los objetivos y medidas del plan con concretos proyectos
subvencionados se dictan peridédicamente drdenes ministeriales que establecen las
bases reguladoras de la concesién de ayudas en el marco de la Agenda Espana Digi-

73 Véanse pp. 169 y ss. del Plan (accesible o7 line).
74 Sobre esto, S. Diez SasTRE (2020: 232-261) y J. CastirLo ABELLA (2020: 457-507).
7> Plan Espana Digital 2025 (accesible o7 line), p. 7.
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tal 20257¢. A través de esas convocatorias y de sus actos de resolucion surte el plan
efectos “indirectos”.

3.2.4.  Planes vinculantes para la Administracion
de la organizacion juridico-piiblica que los aprueba

Para el dmbito de la organizacién estatal dispone el art. 97 CE que el Gobier-
no dirige la Administracién; y el art. 103.1 CE que la Administracién actta “con
sometimiento pleno a la ley y al Derecho”. Es obvio que el Gobierno puede dirigir
la actividad de la Administracién a través de su potestad reglamentaria y, entonces,
la Administracién quedard vinculada plenamente al cumplimiento de esas normas.
Pero el Gobierno no solo dirige la actividad de la Administracién a través del De-
recho. El Derecho es una de las formas de dirigir la actividad de la Administracién,
pero no es la tnica”. La regulacién mencionada de los arts. 97 y 103.1 CE no es
simétrica. En el art. 97 CE hay poderes de direccién que no se encuentran en el
art. 103.1 CE. El Gobierno también dirige la Administracién “politicamente”, no
solo “juridicamente”.

Para el mismo dmbito de la organizacién del Estado dispone el art. 5.1 j) LGob
que al Gobierno corresponde la funcién de “adoptar programas, planes y directrices
1 Gob de Ia fi de “adopt 1 direct
vinculantes para todos los 6rganos de la Administracién General del Estado”. Nétese

g
que la expresién utilizada es la de planes “vinculantes”, no la de planes “juridicamen-
te vinculantes”.

De la legislacion positiva puede aportarse como ejemplo de vinculacién “juridica”
de la propia Administracién el caso de la planificacién regulada en la Ley 24/2013,
de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico. En ese contexto tiene “cardcter vinculante la
planificacién de la red de transporte con las caracteristicas técnicas que en la misma
se definen” (art. 4.1). La vinculacién derivada de los planes de desarrollo de la red de
transporte se dirige a la propia Administracién, que debe seguir un procedimiento
especial y observar determinados requisitos cuando pretenda modificar aspectos pun-

tuales de aquellos (art. 4.4).

Pero a través de los planes el Gobierno también puede dirigir la Administracién
con un tipo de vinculatoriedad politica, que se impone por las vias propias de ese
mismo cardcter: la imparticién de instrucciones por parte del Presidente del Gobier-
no a los Ministros en relacién con el cumplimiento de los objetivos del plan [art. 2.2

76

Véase, por ejemplo, la Orden ETD/668/2021, de 25 de junio, por la que se establecen las bases
reguladoras de la concesién de ayudas en el 4mbito de la inteligencia artificial, para la transformacién
digital de la sociedad y la economia, en el marco de la Agenda Espana Digital 2025 y la Estrategia
Nacional de Inteligencia Artificial, y se convoca la concesién de ayudas para financiar proyectos del
Programa Misiones de I+D en Inteligencia Artificial 2021, en el marco de la Agenda Espafa Digital
2025 y de la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial.

77" Sobre esto, J. M. RODRIGUEZ DE SANTIAGO (2021: 13-15).
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m) LGob], el control parlamentario de la accién del Gobierno a través de preguntas
o interpelaciones relativas a ese cumplimiento, etc.

De la interpretacién de las leyes reguladoras de la planificacién y, en relacién con
ella, también del contenido de los planes pueden extraerse criterios para distinguir
con relativa seguridad entre planes del Gobierno de la Nacién que vinculan juridi-
camente a la Administracién General del Estado y planes del mismo Gobierno que
dirigen la actividad de esa Administracién vinculdndola solo politicamente. Por el
cardcter menos definido y preciso de los medios de direccién y control politicos, sin
embargo, lo que verdaderamente se plantea entonces como un problema es la distin-
cién entre planes del Gobierno (solo) politicamente vinculantes para la Administra-
cién del Estado y planes del Gobierno meramente indicativos para esta.

Consideraciones semejantes a las expuestas en relacién con los planes del Go-
bierno de la Nacién como instrumentos de direccién de la Administracién del Esta-
do podrian hacerse igualmente con respecto a los planes de gobiernos autonémicos
como instrumentos de direccién de la Administracién de la comunidad auténoma.

El Plan General de Carreteras de Aragén, por ejemplo, vincula juridicamente a la
Administracién autondmica, aunque no es posible aceptar que esta vinculacién sea
positiva en el sentido de imponer una obligacién de realizacién en todo caso de las
actuaciones previstas en el orden y en el plazo establecido. Las previsiones del plan
necesariamente estdn condicionadas a la existencia de crédito adecuado y suficiente
en las correspondientes leyes de presupuestos’® y el Gobierno autonémico no puede
vincular el ejercicio de esa competencia de las Cortes de Aragén. La vinculacién di-
rigida a la Administracién autonémica también tiene la vertiente (negativa)”? de que
se necesita de una dispensa del Gobierno para la ejecucién de actuaciones u obras no
previstas en el plan, dispensa sometida a requisitos estrictos®’; aunque se permiten
“modificaciones de detalle” de las actuaciones previstas, que se aprueban por Orden
del Consejero competente®'.

No obstante, la eficacia directiva del plan que aprueba un érgano de gobierno
para programar la actividad de su propia Administracién también puede encauzarse
a través de férmulas intermedias que dificilmente encuentran sitio bajo la clasifica-
cién que distingue entre planes juridica o politicamente vinculantes e indicativos
para aquella. Es el caso, por ejemplo, de los incentivos salariales para los empleados
publicos que contribuyan personalmente al cumplimiento de los objetivos del Plan
de Recuperacién, Transformacién y Resiliencia de 2021%2.

78 Véase el art. 36.3 del Reglamento General de Carreteras de Aragén, aprobado por Decreto del
Gobierno de Aragén 206/2003, de 22 de julio.

7 “Vinculacién negativa” es la expresion que utiliza en este contexto S. MARTIN-RETORTILLO Ba-
QUER (1988: 330).

80 Véase el art. 19 de la Ley 8/1998, de 17 de diciembre, de Carreteras de Aragén.

81 Art. 17.3 de la Ley 8/1998, de 17 de diciembre, de Carreteras de Aragén.

82 Véase la disposicién adicional segunda del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el
que se aprueban medidas urgentes para la modernizacién de la Administracién Puablica y para la ejecu-
cién del Plan de Recuperacién, Transformacién y Resiliencia.
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3.2.5.  Planes con efectos de soft law para otras Administraciones

El art. 26 del Texto Refundido de la Ley de Ordenacién del Territorio de Ara-
gén® contiene una interesante regulacion de los efectos de determinadas decisiones
de las Directrices de Ordenacién Territorial (planes de ordenacién del territorio),
consistentes en la forma “débil” de vincular caracteristica de lo que, desde hace unas
décadas, se conoce como sofft law: criterios no estrictamente vinculantes pero que de-
ben ser “tenidos en cuenta” por el destinatario del instrumento que los establece, que
puede separarse de ellos cumpliendo con la carga de justificar este proceder.

Las Directrices de Ordenacién Territorial se integran documentalmente por la
memoria, las estrategias, las normas y el documento resumen®:. Las normas (o “dis-
posiciones normativas”) surten el efecto propio de esa forma juridica de la actuacién
administrativa: tienen “cardcter obligatorio para sus destinatarios”. Las estrategias
(o “formulaciones de cardcter estratégico”) despliegan efectos vinculantes mds débi-
les y matizados. Cuando los 6rganos de la propia Administracién autondmica o las
entidades locales pretendan llevar a cabo “actuaciones concretas” que supongan una
desviacién de los criterios fijados por las estrategias deberdn “plantear la cuestion ante
el Gobierno de Aragén, que resolverd de forma motivada, valorando su conveniencia
para los intereses publicos”.

La parte mds interesante de la regulacién es la que se refiere a la eficacia de esos
criterios estratégicos en relaciéon con los 6rganos de la Administracién del Estado.
Para estos se dispone que deberdn, en el ejercicio de sus competencias, “ponderar los
criterios expresados en los instrumentos de ordenacién del territorio de la Comuni-
dad Auténoma”. De esta regulacién se deduce, obviamente, que las autoridades del
Estado pueden apartarse de esos criterios, pero que deberdn para ello ofrecer una
motivacién adecuada. Esta es la eficacia tipica del soff law.

La ley aragonesa ha desarrollado en relacién con sus criterios estratégicos en mate-
ria de ordenacién del territorio bases de la legislacién estatal sobre el régimen juridico
de las Administraciones publicas (art. 149.1.18 CE), en concreto, sobre los princi-
pios que rigen las relaciones entre ellas: el deber de lealtad institucional [arts. 3.1 ¢) y
140.1 a) LRJSP] y el principio de colaboracién [arts. 140.1 ¢) y 141.1 b) LRJSP]. La
misma terminologfa del precepto aragonés estd claramente inspirada en el deber, que
se deriva del mds general deber de colaboracién, de “ponderar, en el ejercicio de las
competencias propias, la totalidad de los intereses publicos implicados y, en concre-
to, aquellos cuya gestién esté encomendada a las otras Administraciones” [art. 141.1
b) LRJSP]. El término “ponderar” en este precepto no se utiliza en el sentido técnico
de la forma de decisién alternativa a la subsuncidn, sino en el mds amplio de consi-
derar o examinar con detenimiento un asunto. Este deber de ponderar o “tener en
cuenta’ también obliga a la Administracién del Estado en relacién con los criterios

8 Aprobado por Decreto legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del Gobierno de Aragén.
84 Véase el art. 22 del Texto Refundido de la Ley de Ordenacién del Territorio de Aragén.
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estratégicos de ordenacién del territorio establecidos por el Gobierno aragonés. No
con una vinculacién estricta, sino derivando de aquel la carga de justificar de forma
convincente por qué un érgano de la Administracién del Estado se desvia de ellos,
cuando este sea el caso.

En el 4mbito del Derecho de la Unién Europea es conocido que fue la Sentencia
del Tribunal de Justicia de 13 de diciembre de 1989 (asunto C-322/88, Grimaldi)
la que se pronuncié sobre los efectos juridicos de las “recomendaciones” de la Co-
mision. Conforme a lo dispuesto por el articulo 288 TFUE (pdrrafo 5°), el Tribunal
de Justicia declaré que tales recomendaciones no tienen cardcter vinculante y “por
consiguiente, no pueden crear derechos que los particulares puedan invocar ante un
juez nacional” (apartado 16). No obstante, se declara también en esa fundamental
resolucién judicial que “los citados actos no pueden ser considerados como carentes
en absoluto de efectos juridicos. Efectivamente, los jueces nacionales estdn obligados
a tener en cuenta las recomendaciones a la hora de resolver los litigios de que cono-
cen, sobre todo cuando aquellas (...) tienen por objeto completar las disposiciones
comunitarias dotadas de fuerza vinculante” (apartado 18).

Mis tarde ha aclarado el Tribunal de Justicia de la Unién Europea cudles son las
concretas obligaciones en que se desglosa ese deber de “tener en cuenta” criterios
interpretativos no vinculantes: si la interpretaciéon del érgano judicial nacional se
corresponde con el criterio interpretativo del soff law de la Unién, se puede entender
implicitamente, sin necesidad de motivacién expresa alguna al respecto, que el juez
del Estado miembro ha “tenido en cuenta” aquella pauta interpretativa del Derecho
de la Unién Europea. Pero si el 6rgano judicial nacional quiere separarse de ese cri-
terio interpretativo (lo que, en principio, puede hacer, porque se estd ante actos no
vinculantes) recae sobre aquel la carga ineludible de motivar expresamente las razo-
nes por las que se “separa” o rechaza la aplicacién de la pauta interpretativa expresada
en el instrumento de soff law de que se trate®.

De forma andloga a lo que sucede en el Derecho nacional espafiol, esa jurispru-
dencia del Tribunal de Justicia fija en forma de concreta regla de Derecho una norma
derivada del (o adscrita al) principio de cooperacion leal establecido en el art. 4.3
TUE®. Es paradéjico que las ideas reguladoras de ese “Derecho débil” se hayan
importado del Derecho de la Unién Europea, que no tiene una dogmdtica sélida
en relacién con el sistema de actos juridico-publicos y de fuentes, a los Derechos
nacionales, con dogmdticas mucho mds perfeccionadas y complejas en esas materias.
Solo la sencillez de la idea (posibilidad de apartarse del criterio, pero con la carga de
motivar), su utilidad y su evidente conexién con el deber de lealtad o colaboracién
leal parecen explicar esa importacion.

8 Asi, por ejemplo: Sentencias del Tribunal de Justicia de 28 de junio de 2005 (asuntos C-189/02
B, C-202/02 P, C-205/02 P a C-208/02 P y C-213/02 P, Dansk Rerindustri y otros/Comisién), aparta-
dos 209 a 211; y de 29 de septiembre de 2011 (asunto C-520/09 P, Arkema/Comisién), apartado 88.
8 Asi, R. ALonso Garcia (2001: 82).
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3.2.6.  Planes que imponen mandatos de optimizacion
a otras Administraciones

En ocasiones, las decisiones de un plan vinculan la actividad de otras Administra-
ciones distintas a aquella que lo aprueba como principios 0 mandatos de optimiza-
cién. En su resultado este tipo de vinculacién es parecida a la que deriva de la fijacién
por el plan de criterios de soft law, a la que acaba de hacerse referencia: al final, la
Administracién destinataria del plan podrd separarse de ese mandato mediante una
justificacién convincente. Pero cuando lo que impone el plan es un principio o man-
dato de optimizacién (en el sentido estricto del término) no basta con cualquier mo-
tivacién que explique las razones de la desviacion con respecto a aquel. La decision
planificadora que vincula con la fuerza de un principio impone a la Administracién
destinataria del plan la realizacién de un juicio de ponderacién cuya estructura es ya
suficientemente conocida.

El art. 19.3 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y
de la Biodiversidad, dispone, por ejemplo, que “las actuaciones, planes o programas
sectoriales s6lo podrdn contradecir o no acoger el contenido de los Planes de Orde-
nacién de los Recursos Naturales por razones imperiosas de interés ptblico de primer
orden, en cuyo caso la decisién deberd motivarse y hacerse pablica”. La ley no pre-
tende imponer las decisiones del PORN con la fuerza incondicionada de las reglas,
sino que admite la posibilidad de una ponderacién que termine por desplazar alguna
de esas decisiones. La Administracién que pretenda conseguir ese desplazamiento
deberd, sin embargo, argumentar que las circunstancias del caso otorgan a una de las
mencionadas razones imperiosas de interés publico mds peso que el que corresponde
al nivel de proteccién medioambiental establecido en el PORN.

La motivacién que exige el precepto y que es objeto de publicidad debera acredi-
tar que el desplazamiento del principio proteccién medioambiental estd justificada
por el mayor peso que corresponde, en atencién a las circunstancias del caso concre-
to, a la razén imperiosa de interés pablico de que se trate, cuya prevalencia queda asi
justificada.

3.2.7.  Planes del Estado o las Comunidades Auténomas coordinadores
de la actividad de las entidades locales. El art. 59 LBRL

Elart. 59 LBRL se vale precisamente del instrumento del plan (y no de otro) para
que el Estado o las comunidades auténomas coordinen la actividad de las entidades
locales, imponiéndoles, por tanto, en su caso, medidas vinculantes, en el dmbito de
sus competencias concurrentes o complementarias con respecto a las de dichas orga-
nizaciones superiores (art. 10.2 LBRL), cuando la coherencia de la actuacién de las
Administraciones Ptblicas no pueda quedar asegurada a través de los mecanismos de
la colaboracién interadministrativa.
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No es extrafio, por cierto, la eleccién por la ley de la figura del plan para cumplir
con este objetivo coordinador, si se tiene en cuenta el contenido y la estructura pro-
cedimental y decisoria de la planificacidn, a la que se ha hecho referencia mds arriba.
En el procedimiento de elaboracién del plan podran participar de forma transparente
y relevante las entidades locales para hacer valer sus intereses (art. 59.1, pérr. 2°,
LBRL). La estructura tipicamente ponderativa de la adopcién de decisiones por el
plan permitird justificar, con datos procedentes de la realidad de las cosas, que echar
mano de la coordinacién es el Gnico recurso que queda para garantizar la coherencia
en la actuacién publica a pesar del perjuicio que esto causa en el dmbito decisorio
propio de las entidades locales, garantizado por la autonomia local (art. 59.1, pdrr.
1o, LBRL). El plan es, asimismo, un instrumento especialmente idéneo para iden-
tificar los intereses a los que debe atenderse para fijar los objetivos y prioridades que
se declaran vinculantes para provincias y municipios (art. 59.1, pdrr. 2°, LBRL).
Normalmente serd, por tltimo, la misma ley reguladora de esa planificacién la que
precise, “con el suficiente grado de detalle, las condiciones y los limites de la coordi-
nacién, asi como las modalidades de control que se reserven las Cortes Generales o
las correspondientes Asambleas Legislativas”.

A este esquema bdsico se ajusta la regulacién de la planificacién que lleva a cabo,
por e¢jemplo, la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales Pais Vasco.
Expresamente establece la ley que el Plan Estratégico de Servicios Sociales de esa
Comunidad Auténoma se dicta en ejercicio de “sus competencias de coordinacién
con las diputaciones forales y los ayuntamientos” (art. 35.1); que las diputaciones fo-
rales y los municipios quedan vinculados por ese plan, pues pueden elaborar su pro-
pia planificacién, pero “respetando la planificacién establecida a nivel autonémico”
(art. 33.3); y que “el Plan Estratégico de Servicios Sociales, una vez aprobado, deberd
ser objeto de una comunicacién del Ejecutivo autonémico al Parlamento Vasco”
(art. 35.1). Y el Plan Estratégico de Servicios Sociales de la Comunidad Auténoma
del Pais Vasco 2016-2019 identifica en una tabla detallada las “acciones” cuyo “lide-
razgo” se atribuye a las diputaciones forales y municipios, asi como la “prioridad” que
corresponde a cada una de dichas medidas y los “indicadores” que se utilizardn para
evaluar su cumplimiento®.

Por su parte, también la Ley 16/2010, de 20 de diciembre, de servicios sociales
de Castilla y Ledn, dispone que la planificacién de los servicios sociales coordina
las competencias en esa materia atribuidas a las provincias y municipios [arts. 73.1
g) v 76], que el plan es vinculante para las entidades locales (art. 74.1) y que “en la
elaboracién de la planificacion general se garantizard la participacion de todas las ad-
ministraciones competentes” (art. 75.1). Ni la mencionada ley ni el Plan Estratégico
de los Servicios Sociales de Castilla y Leén 2017-2021 hacen alusién alguna, sin em-
bargo, a la remisién del plan a las Cortes de Castilla y Ledn, ni a otras modalidades
de control por estas.

8 Véase Plan Estratégico de Servicios Sociales de la Comunidad Auténoma del Pais Vasco 2016-
2019 (accesible on line), pp. 69 y ss.
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3.2.8.  Onras decisiones planificadoras vinculantes para particulares
y entidades locales

El Derecho positivo de la planificacién ofrece otros ejemplos de concretas re-
gulaciones que permiten al plan adoptar decisiones vinculantes para particulares y
entidades locales (en este caso, distintas de las que tienen finalidad coordinadora).
La ya mencionada planificacién de la red de transporte de la Ley 24/2013, de 26 de
diciembre, del Sector Eléctrico, vincula a diversos sujetos que desarrollan actividades
destinadas al suministro de energfa eléctrica: la empresa transportista o distribuidora
titular de la red puede denegar el permiso de conexién si la instalacién correspondien-
te no estd contemplada en la planificacién vigente de la red de transporte (art. 33.4);
y los planes de inversién del titular de la red de transporte se aprueban por la Admi-
nistracién de acuerdo con las previsiones de dicha planificacién (art. 34.4).

Para los municipios, por otra parte, son también vinculantes las decisiones del
plan sobre la ubicacién en su territorio de subestaciones, transformadores y lineas
asociadas®®. Podria discutirse si estd decisién tiene cardcter normativo o resolutivo.

La legislacién estatal de carreteras, por su parte, también prevé que algunas de-
terminaciones de los programas de carreteras (ya se ha dicho que estos participan de
la naturaleza del plan) pueden ser vinculantes para los particulares (y, por eso, deben
ser publicadas en el Boletin Oficial correspondiente)®. No obstante, de la enumera-
cién de las determinaciones que constituyen el contenido de los programas® parece
deducirse que esos particulares solo podrdn ser los contratistas o concesionarios de la
Administracién a los que se impongan los “criterios (..) aplicables a la (...) proyec-
cién, construccién, conservacién y explotacion de las carreteras y de sus elementos
funcionales”. Y, quizds, sea mds correcto entender, ademds, que la vinculacién no
procederd directamente del plan, sino del contrato o la resolucién que regule la rela-
cién de ese particular con la Administracién.

No es infrecuente que algunas determinaciones de planes de cardcter no norma-
tivo alcancen, sin embargo, eficacia vinculante indirecta a través de la remisién que
a aquellas contengan concretos preceptos legales: una norma relativa a la autoriza-
cién de actividades de gestién de residuos, por ejemplo, puede prever la denegacién
de dicha autorizacién si la gestién prevista no se ajusta a lo dispuesto en los planes
nacionales o autondémicos de residuos?'. La previsién del plan se integra entonces,

8 Un conflicto sobre una decisién de este tipo fue resuelto por la STS de 23 de enero de 2018
(RJ/2018/176; ECLI: ES: TS: 2018: 168; rec. cont.-admvo. ntim. 4376/2015), desestimatoria del
recurso contencioso-administrativo formulado por el Ayuntamiento de Carrefio (Asturias) contra el
Acuerdo del Consejo de Ministros de 16 de octubre de 2015, por el que se aprobé el Plan de Desarrollo
de la Red de Transporte de Energfa Eléctrica 2015-2020, en lo que se referfa a la instalacién en su tér-
mino municipal de dos subestaciones, transformadores y lineas asociadas.

8 Véase el art. 10.2 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras (del Estado).

% Véase el art. 10.4 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras.

1 Asi, ]. ORTEGA BERNARDO (2010: 140), que pone el ejemplo del art. 9.3 de la (hoy derogada)
Ley 10/1998, de 21 de abril, de Residuos.
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por remision, en el supuesto de hecho del precepto legal remitente. El fenémeno es
también conocido para el caso de las normas técnicas® o de las guias de las mejores
técnicas disponibles®.

3.2.9.  Planes vinculantes con el cardcter de reglas frente a todos

Ya se ha dicho que a la mayor parte de los planes reguladores de los usos del
suelo (y de los recursos hidrdulicos) se les atribuye, con cardcter general, el cardcter
de normas que establecen reglas vinculantes erga omnes. Es muy expresiva la (ya
parcialmente citada) afirmacién que se contiene en el preimbulo del Real Decreto
1/2016, por el que se aprueban los Planes Hidrolégicos de Cuenca, relativa a que la
parte normativa de esos planes “tiene naturaleza de reglamento, constituyendo una
norma subordinada a la Ley y a sus desarrollos reglamentarios generales, en la que
se establecen mandatos claros que tienen como destinatarios no sélo las Administra-
ciones competentes sino los particulares, pasando a formar parte del ordenamiento
juridico” .

Esto, desde luego, no impide reconocer abiertamente que algunas partes del plan,
como el diagndstico de la situacién o la memoria, carecen de forma obvia de ese
cardcter normativo; ni defender que algunas decisiones del plan urbanistico también
carecen de ese caricter o tienen, mds bien, la naturaleza de actos resolutivos.

3.3. Recapitulacién: ubicacién en la escala de los planes
de la actual prictica administrativa

Antes de ofrecer un vistazo general en el que se ubiquen en la escala de la pla-
nificacién un nutrido grupo de planes de la actual préctica administrativa, con una
pretensién solo orientativa, conviene hacer una breve referencia, en concreto, a los
planes de ordenacién del territorio y a los planes hidroldgicos, referencia que ex-
plicard la ubicacién en la escala de estos conocidos y cldsicos tipos de planes, que
no pueden quedar fuera de una exposicién minimamente ambiciosa relativa a una
clasificacién de los planes.

Sobre la competencia autonémica en materia de ordenacién del territorio ha de-
clarado el Tribunal Constitucional que una de sus notas definitorias es su cardcter
materialmente coordinador de politicas publicas diversas con proyeccién sobre el
territorio. Esta competencia “tiene, precisamente, la finalidad de que su titular pueda

92 Véase M. TarrEs Vives (2003: 180).

% Véase F. de B. LépEz-JURADO y A. RUiz DE APODACA (2002: 212-214).

%4 Predmbulo (I1I) del Real Decreto 1/2016 de 8 de enero, por el que se aprueba la revisién de
los Planes Hidroldgicos de las demarcaciones hidrograficas del Cantdbrico Occidental, Guadalquivir,
Ceuta, Melilla, Segura y Jucar, y de la parte espafiola de las demarcaciones hidrogréficas del Cantdbrico
Oriental, Mino-Sil, Duero, Tajo, Guadiana y Ebro.
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formular una politica global para su territorio, con la que se trata de coordinar las
actuaciones publicas y privadas que inciden en el mismo y que, por ello, no pueden
ser obviadas por las distintas Administraciones, incluida la estatal”®. Esto determina,
desde el punto de vista del criterio del volumen de la actividad administrativa dirigi-
da, que la eficacia directiva de los planes de ordenacién del territorio sea superior a la
de los planes urbanisticos y medioambientales, pues las decisiones planificadoras so-
bre ordenacién del territorio también deben articularse con otros intereses generales
que son objeto de competencias con proyeccién territorial (carreteras, ferrocarriles,
defensa, puertos y aeropuertos, etc.). Por su parte, el segundo criterio aqui utiliza-
do para valorar la funcién directiva de los planes, el de su vinculatoriedad referida
especificamente a los usos del suelo, sin embargo, aconseja situar estos planes junto
a los urbanisticos y medioambientales, aunque sea colocdndolos un poco hacia la
izquierda en la escala.

La planificacién hidroldgica, por otra parte, se regulé en la Ley de Aguas de
1985% conforme al esquema fundamental de lo que en aquellos afios parecia consi-
derarse como el “gran modelo de la planificacién”, la urbanistica, tal y como esta se
habia disefiado por el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 (y, antes, por la
Ley del Suelo de 1956) y completado en sus perfiles por la jurisprudencia y la doctri-
na. Los planes hidrolégicos son normas “vinculantes”®” para la Administracién y para
los particulares, que se dictan en cascada (el Plan Hidrolégico Nacional en forma de
ley y los planes hidrolégicos de cuenca por Real Decreto) conforme a las previsiones
de la Ley de Aguas y el Reglamento de la Planificacién Hidrolégica; y que ordenan
los usos del agua y el otorgamiento, por ejemplo, de concesiones y autorizaciones de
forma andloga a como el plan urbanistico regula el uso del suelo y el otorgamiento de
licencias. Esto justifica que, aunque la planificacién hidrolégica no se refiera al uso
del suelo, sino de un recurso natural distinto como es el agua, esos planes se sittien en
nuestra escala también junto a los urbanisticos y los de proteccién medioambiental.

Conforme a estos presupuestos, en una escala cuya exposicién comienza ideal-
mente por la izquierda y termina por la derecha, podrian situarse, primero, como
planes de gobierno o direccién politica, entre otros muchos también denominados
agendas, estrategias y hojas de ruta, la Estrategia de Seguridad Nacional 2021%, el
Plan Estratégico de Gobernanza, Innovacién publica y Gobierno digital 2030 del
Pais Vasco? y diversos planes autondémicos contra la despoblacién a los que se hard
referencia mds detallada abajo. En segundo lugar y entrando ya en el segundo tipo,
el de los planes de transformacién material de un dmbito de la actuacién administra-
tiva, cabe situar en nuestra escala los planes de residuos (los manejados para la ela-

% STC 40/1998, de 19 de febrero, FJ 29; en el mismo sentido, STC 149/1991, de 4 de julio, FJ 1
B), que se refiere a la necesidad de “coordinar o armonizar” a la que responde esta competencia.

% Sobre los antecedentes histéricos de la planificacién de aguas y la distincién entre planes hidro-
l6gicos y planes de aprovechamiento de aguas, J. M. Diaz LEma (1986: 592-608).

7 Art. 38.3 de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas; hoy, art. 40.4 TRLA de 2001.

% Aprobada por Real Decreto 1150/2021, de 28 de diciembre.

% Aprobado por Acuerdo del Gobierno Vasco de 14 de diciembre de 2021 (accesible o7 line).
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boracién de este trabajo tienen solo la eficacia directiva propia de planes meramente
indicativos) '%°, los planes autonémicos de salud ' y los de servicios sociales (algunos
de cardcter indicativo'%?, otros fijan criterios vinculantes para las entidades locales o
sujetos privados que gocen de financiacién publica) ' y los planes de infraestructu-
ras que se proyectan sobre el territorio (pero establecen, sobre todo, prioridades en las
inversiones), como los de carreteras o los planes de desarrollo de la red de transporte
de energfa eléctrica (cuyas regulaciones legales distinguen matizadamente sus efectos
juridicos vinculantes y sus determinaciones de cardcter indicativo) . Como queda
dicho, a la derecha de la escala se sittian los planes reguladores del uso del suelo (o de
otros recursos naturales como el agua): los de ordenacién del territorio, los de protec-
cién medioambiental, los hidrolégicos y los urbanisticos, cldsicamente considerados
de cardcter normativo y dotados de estricta fuerza vinculante (aunque también se ha
dicho que dltimamente se estd revisando esta concepcidn en su pretensién de proyec-
tarse sobre la totalidad del plan).

3.4. Los limites del modelo propuesto

Ya se habra intuido seguramente que el objetivo de ofrecer esta escala de la plani-
ficacién no es el de disenar un esquema categérico y preciso en el que quepa situar
cualquier plan mediante la subsuncién bajo elementos de una definicién conceptual.
En esta escala no hay mds remedio que aceptar las excepciones y las transiciones
progresivas y admitir que elementos caracteristicos de un tipo de plan también se
den de alguna manera en planes situados en otro de los tipos, o que existan planes
en la realidad de la préctica administrativa que no se dejen ubicar correctamente en
ninguno de ellos. La pretension de esta escala de la planificacién es mds modesta y
consiste en dar cauce a una exposicién solo suficientemente representativa y flexible
de la variedad de los planes existentes en atencién a su funcidn directiva, y de los dis-
tintos modos a través de los cuales se persigue imponer las decisiones del planificador.

Por lo pronto, es posible que llame la atencién que no se haya puesto como
ejemplo de plan de gobierno o direccién politica el Plan de Recuperacion, Trans-

100 E] Plan Estatal Marco de Gestién de Residuos 2016-2022 (accesible o7 line), aprobado por
Acuerdo del Consejo de Ministros de 6 de noviembre de 2015; y el Plan de Gestién Integral de Resi-
duos de Aragén (2018-2022), aprobado por Acuerdo del Gobierno de Aragén de 24 de julio de 2018
(accesible on line).

1% Por ejemplo, el Plan de Salud de Extremadura 2021-2028 o el IV Plan de Salud de Castilla y
Ledn, Perspectiva 2020 (ambos disponibles o7 line).

12 Por ejemplo, el I Plan Estratégico Integral para Personas Mayores en Andalucia 2020-2023,
aprobado por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 4 de noviembre de 2020 (publicado en el Boletin
Oficial de la Junta de Andalucia del 16 de noviembre siguiente).

19 Por ejemplo, el Plan Estratégico de los Servicios Sociales de Castilla y Leén 2017-2021 (acce-
sible o7 line).

104 Véanse los arts. 7 de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de carreteras; y 4 de la Ley 24/2013,
de 26 de diciembre, del sector eléctrico.
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formacién y Resiliencia de 2021, posiblemente, el plan de recuperacion y desarrollo
econdémicos de mds trascendencia desde la aprobacién de la Constitucién de 1978.
Mal se describiria la eficacia de ese plan si se hablara solo de su forma flexible de
dirigir y coordinar los diversos sectores de la Administracién del Estado y de su ca-
racter indicativo. Este plan tiene algunos elementos del tipo del plan de gobierno o
direccién politica y de los planes con eficacia indirecta (obtencién de financiacién
vinculada a la realizacién del plan), pero del cumplimiento (estrictamente controlado
por otros, a través de un complejo procedimiento) de sus “hitos y objetivos” depende
la financiacién procedente del Mecanismo de Recuperacion y Resiliencia!® europeo.
En definitiva, se trata de un plan sometido al régimen juridico especial de un tipo
de planificacién “multinivel” en el Derecho de la Unién Europea'®, que exigirfa un
andlisis singularizado.

Ya se ha dicho, por otra parte, que hay que aceptar que elementos de un tipo de
plan también se den de alguna manera en planes situados en otro de los tipos. Por
ejemplo, tanto en los planes urbanisticos como en los hidrdulicos se prevé tipicamen-
te la realizacién de obras publicas'®” cuya planificacién es caracteristica de algunos de
los planes que aqui se han denominado de transformacién material de un 4mbito de
la actuacién administrativa, como son los de carreteras o los planes de desarrollo de
la red de transporte de energfa eléctrica'®.

A pesar de estas limitaciones, creo que la escala disefiada también es util para
ilustrar algunas otras ideas generales relativas a algunas de las cuestiones que se han
expuesto en relacion con el estadio actual de la dogmdtica sobre la planificacién.
Por ejemplo, conforme mds se avanza hacia la derecha en la escala de los planes (en
direccion al tipo de las planificaciones de los usos del suelo) mds rigurosas serdn las
regulaciones del procedimiento de elaboracién y aprobacién del plan. Cuanto mds se
avanza hacia la izquierda (planes de gobierno), mds flexibles pueden ser esas reglas.

La razdn es que esta regulacion procedimental estd al servicio de la correcta pon-
deracién de todos los intereses publicos y privados afectados por la planificacién. Ya
se ha dicho que cudnto més directa y concretamente afecte la planificacién a derechos
de los ciudadanos (como el de propiedad, art. 33 CE) o a bienes colectivos con una
intensa proteccién constitucional, como la defensa del medio ambiente (art. 45 CE),
mayor necesidad existird de que el procedimiento posibilite la realizacion de juicios
ponderativos metodoldgicamente rigurosos que satisfagan los cdnones del principio
de proporcionalidad y estén precedidos también de un cuidadoso andlisis de todos
los datos fécticos relevantes e intereses implicados'”. Hacia la izquierda de la escala

1% Conforme a la regulacién del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 12 de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperacion y Resiliencia.

106 Sobre esto véase K. F. GArDITZ (2009: 19-40).

17 Véase el art. 42.1 g) ') TRLA.

1% En sentido parecido, W. Kock (2012: 1416). Precisamente el “plan de obras” contenido en
los planes urbanisticos es uno de los aspectos a los que J. M. Bao LedN (2017: 2/8) niega cardcter
normativo.

199" De forma parecida, K. E. GArprrz (2009: 58).
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los planes se alejan de los derechos de los ciudadanos y la tendencia serd la de admitir
procedimientos més sencillos, diagndsticos de la realidad menos rigurosamente ela-
borados y formulados; y ponderaciones implicitas entre mandatos de optimizacién,
muy determinadas por prioridades de cardcter politico.

La concreta regulacién de la evaluacién ambiental estratégica, con su detallado
procedimiento destinado a la seleccién ponderada de la mejor alternativa medioam-
biental, puede aportarse como argumento en favor de lo que se estd explicando:
tenderd a ser obligatoria para los planes situados en la zona de la derecha de la escala
(carreteras, energfa, aguas, urbanismo; aunque también lo es para los de gestién de
residuos, que quedaban en nuestra linea ideal mds bien a la izquierda) ''% vy, en tér-
minos generales, no deberd realizarse en el procedimiento de los planes de gobierno
o direccién politica'"! y otros planes de transformacién material de un dmbito de la
actuacién administrativa, como los de servicios sociales.

En el mismo contexto de ideas, la participacién del publico, cuando tenga lugar,
en los planes situados hacia la izquierda de la escala tendrd como finalidad, funda-
mentalmente, la obtencién de mds informacién para decidir mejor; mientras que
la informacién publica y la audiencia de los interesados en los procedimientos de
los planes situados en la zona de la derecha cumplird una finalidad muy relevante
desde la perspectiva del principio del Estado de Derecho de defensa de los derechos

e intereses de quienes se ven mds intensamente afectados por las decisiones del plan.

Y también el movimiento de izquierda a derecha del principio de proteccién de
la confianza legitima a lo largo de la escala ilustra de forma gréfica su valor explica-
tivo. Dificilmente podrdn considerarse expectativas frustradas merecedoras de algin
tipo de derecho a indemnizacién las generadas por la confianza depositada en las
decisiones de un plan de gobierno o direccién politica''?. Otra cosa podrd decirse,
en su caso, de la confianza depositada en una norma que tuviera su origen “politi-
co” en ese plan, pero esto es, obviamente, otra cuestion. En el otro extremo, por el
contrario, existe una concreta regulacion relativa a la proteccién de la confianza legi-
tima a través del derecho a recibir una indemnizacién por la modificacién de planes
urbanisticos'"3.

10 Véase el art. 6 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluacién ambiental.

""" La Directriz Especial de Ordenacién Territorial de Politica demografica y contra la Despobla-
cién, aprobada por Decreto 165/2017, de 31 de octubre, del Gobierno de Aragén (publicada en el
Boletin Oficial de Aragén de 8 de noviembre) se someti6 a evaluacién ambiental estratégica, en realidad,
como se dird mds adelante, solo porque formalmente se tramité como una directriz de ordenacién terri-
torial de las reguladas en los arts. 21 a 26 del Texto Refundido de la Ley de Ordenacién del Territorio
de Aragén (aprobado por Decreto legislativo 2/2015, de 17 de noviembre).

12 De forma parecida, W. Horpe (1993: 215).

13 Véase el art. 48 a) del Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitacion Urbana (aprobado
por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre).
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4. LOS PLANES CONTRA LA DESPOBLACION
Y SU UBICACION EN LA ESCALA DE LA PLANIFICACION

4.1. Presentaciéon

Desde hace mds de una década se estdn aprobando planes contra la despoblacién
por parte de las comunidades auténomas. Se va a prestar atencién en este apartado
a algunos de esos planes de la practica administrativa reciente, para concluir, por
abstraccién, con una caracterizacion general que los sitda en el contexto de la escala
de la planificacién a la que se ha hecho referencia en la segunda parte de este trabajo.

Como sucede en otros muchos dmbitos (carreteras, residuos, medio ambiente
y urbanismo) también puede hablarse en el caso de los planes autonémicos contra
la despoblacién de un modelo de planificacion escalonada, en este caso, de plani-
ficacién escalonada de acciones de gobierno o direcciéon politica. Por Acuerdo del
Consejo de Ministros de 29 de marzo de 2019 se aprobaron las directrices generales
de la Estrategia Nacional frente al Reto Demografico ''“. Posiblemente por el cardcter
puramente indicativo de la estrategia no se ha hecho cuestién de la competencia es-
tatal en la que se apoya este documento. Su cardcter de plan indicativo, que cumple
su funcién directiva mediante la recopilacién y el suministro de informacién, per-
mitirfa, en primer lugar, situar ficilmente parte del contenido del plan estatal bajo la
cobertura de las competencias estatales de coordinacién [en materia de ordenacién
general de la economia (art. 149.1.13 CE), de investigacidn cientifica (art. 149.1.15)
y de sanidad (art. 149.1.16 CE)]. Y, en lo que no quepa subsumir bajo esos titulos
competenciales, seria posible entender que los datos que recopila y elabora el plan
son informacion util en materia demografica que el Estado facilita a las comunidades
auténomas para que estas ejerzan sus competencias, como concreta manifestaciéon
del principio de colaboracién, conforme a lo dispuesto por el art. 141.1 ¢) LRJSP.

En ese marco se aprueban algunos de los planes autonémicos a los que se hard
referencia inmediatamente. Y en el marco de los planes autonémicos no es extrafio
que se elaboren también planes contra la despoblacién de cardcter provincial ', co-
marcal ''® o municipal '"’.

114 La Estrategia Nacional estd disponible o7 /ine.

15 Puede verse el Programa Reto Demogrifico de la Diputacién Provincial de Jaén 2020-2022
(accesible o7 line).

116" Pueden verse los numerosos “Programas de Desarrollo Rural Comarcal 2015-2020” aprobados
en el Pafs Vasco (accesibles o7 line).

17 El “Documento de accién, Listado de medidas para luchar contra la despoblacién en Espafa”
de la Comisién de Despoblacién de la Federacién Espanola de Municipios y Provincias de abril de 2017
(accesible 07 line) prevé la conveniencia de diversos planes municipales en este 4mbito.
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4.2. La Estrategia Regional frente a la Despoblacién
en Castilla-La Mancha 2021-2031

La Ley 2/2021, de 7 de mayo, de Medidas Econdmicas, Sociales y Tributarias
frente a la Despoblacién y para el Desarrollo del Medio Rural en Castilla-La Man-
cha, prevé dos instrumentos de planificacién: i) la Estrategia Regional frente a la
Despoblacién y ii) la Estrategia Regional de Desarrollo Rural. La Estrategia Regio-
nal frente a la Despoblacién estd regulada como un plan de gobierno o direccién
politica, aunque formalmente vinculante para el ejecutivo autonédmico, dado que
se establece en la ley que esta Administracién aprobard cualquier instrumento de
planificacién sectorial de conformidad con lo decidido en esa Estrategia Regional
(art. 17.2). Para el resto de las Administraciones publicas, en concreto, para las Ad-
ministraciones locales, la citada ley no ha considerado necesario recurrir a la facultad
autondémica de coordinar su actividad a través del plan conforme a lo dispuesto en el
art. 59 LBRL; y ha dispuesto que su contribucién al cumplimiento de los objetivos
fijados por la mencionada Estrategia Regional y de las medidas adoptadas por ella
se realizard “de acuerdo con los mecanismos de cooperacion y colaboracién que se
establezcan” (art. 18.4).

La funcién directiva de la actividad administrativa que corresponde a la evalua-
cién de los planes de cardcter predominantemente indicativo también se destaca
expresamente en el art. 18 de la Ley 2/2021. Las revisiones del plan, que se rea-
lizan cada cuatro afios, tienen como finalidad “analizar su evolucién y abordar los
ajustes necesarios para lograr el cumplimiento de sus objetivos” (art. 18.5). Por su
parte, los informes de seguimiento se envian a las “Cortes Regionales para su andlisis”
(art. 18.5), lo que permitird el control politico del Gobierno autonémico en relacién
con el cumplimiento de los objetivos y medidas del plan.

La Estrategia Regional frente a la Despoblacién en Castilla-La Mancha 2021-2031
se aprobé por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 14 de diciembre de 20218, des-
pués de tramitar un procedimiento (por cierto, no regulado ni mucho ni poco en la
citada Ley 2/2021) en el que el borrador se someti6 a “trdmites de participacion ciu-
dadana, asi como a informe de once Consejos Asesores y drganos de participacion de
la Administracién Regional, dado su cardcter multisectorial y transversal, habiendo
sido por ultimo informada por el Consejo Regional de Desarrollo del Medio Rural y
frente a la Despoblacién, en su sesién de 10 de diciembre de 20217 (p. 1).

El “despliegue operativo” de la Estrategia Regional frente a la Despoblacién cons-
tituye un buen modelo que desglosa las tipicas actuaciones incluidas en la generali-
dad de los planes contra la despoblacién: i) dmbito de los servicios publicos (acceso a
la sanidad y educacién publicas y a los servicios sociales, etc.); ii) dmbito econémico

18 Fue publicada en el Diario Oficial de Castilla — La Mancha de 23 de diciembre de 2021. Aqui
se citard la paginacion contenida en la propia Estrategia también en la versién publicada en ese Diario

Oficial.

Revista de Derecho Publico: Teoria y Método Vol. 6 | Afio 2022



UNA ESCALA DE LA PLANIFICACION EN ATENCION A LA FUNCION DIRECTIVA... 43

(diversificar la actividad econémica, modernizar el sector agricola, ganadero y fores-
tal, fomento de la investigacion, el desarrollo y la innovacidn, etc.); iii) dmbito social
(atencidn a la infancia y a la familia, mejorar la inclusién social, acceso a la vivienda,
etc.); y iv) dmbito territorial (acceso por carretera a las zonas despobladas, fomento
de las energfas renovables, abastecimiento de agua y saneamiento y depuracion de
aguas residuales, etc.) (pp. 53-98).

La Estrategia Regional termina con la previsién del sistema de seguimiento y
evaluacién del plan y la identificacién de los indicadores que se utilizardn para ello
(pp. 130-134); con una descripcién de los érganos que se encargardn de esas tareas
de seguimiento y evaluacién (pp. 135-140); y con la previsién de las fuentes de finan-
ciacién de las medidas adoptadas (entre las que ocupan un importantisimo lugar los
fondos europeos, con un porcentaje del 38 por 100) (pp. 141-149).

4.3. La Agenda para la poblacién de Castilla y Leén 2010-2020
(modificada en 2017)

La Agenda para la poblacién de Castilla y Leén 2010-2020 fue aprobada por
Acuerdo 44/2010, de 14 de mayo, de la Junta de Castilla y Ledén'”. El texto de
dicho Acuerdo es expresivo de la naturaleza de la Agenda como plan de gobierno o
direccién politica: “mejorar la evolucién demogréfica” se identifica como un “obje-
tivo que debe ocupar un lugar relevante en la agenda politica de la Comunidad”; y
precisamente del plan derivardn “diversos proyectos legales, planes, acuerdos sociales
y actuaciones concretas’. La propuesta de Agenda se present$ ante el Pleno de las
Cortes de Castilla y Ledn y se someti6 a un procedimiento informal de didlogo y
participacién de sujetos publicos y privados. Como es frecuente en relacién con este
tipo de planes de direccidn politica, la Agenda no se aprueba en desarrollo de ningu-
na ley que la prevea (es “pura” accién de gobierno), al contrario del caso que acaba de
tratarse de la Estrategia Regional de Castilla — La Mancha.

Por Acuerdo 44/2017, de 31 de agosto, de la Junta de Castilla y Ledn se aprueba
una nueva versién de la Agenda, que estd también cargada de previsiones que remiten
a actuaciones que desplegardn eficacia juridica solo cuando estas se tramiten y aprue-
ben. Por ejemplo, entre las medidas de apoyo a las familias (pp. 16 y ss.) se prevé la
introduccién de beneficios fiscales y exenciones o bonificaciones aplicables a precios
publicos para las familias numerosas (p. 18), lo que, obviamente, solo podra tener
lugar mediante la futura aprobacién de las normas correspondientes.

19 El texto del Acuerdo fue publicado en el Boletin Oficial de Castilla y Ledn de 17 de mayo de
2010, pero la Agenda solo se publica en la pagina web de la Junta de Castilla y Le6n.
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4.4. La Directriz Especial de Ordenacién Territorial
de Politica Demogrifica y contra la Despoblacién de
Aragén de 2017

El plan contra la despoblacién de Aragén presenta la notable peculiaridad de ha-
ber sido aprobado formalmente como un plan de ordenacién del territorio. En efec-
to, de las dos clases de planes de este tipo previstas en el art. 21.1 del Texto Refundido
de la Ley de Ordenacién del Territorio de Aragén de 2015, se utiliza la figura de las
“directrices especiales” para articular a través de ella la estrategia de la comunidad
auténoma en materia de equilibrio demogrifico y prevencién de la despoblacién.
Por Acuerdo 165/2017, de 31 de octubre, del Gobierno de Aragdn, se aprueba la
Directriz Especial de Ordenacién Territorial de Politica Demografica y contra la Des-
poblacién. Es posible entender, como se verd inmediatamente, que el contenido final
del plan autonémico no encaja adecuadamente en la forma utilizada para aprobarlo.

Ya se ha expuesto que los planes de ordenacién del territorio de Aragén, sus
“directrices zonales” y “especiales”, se integran documentalmente por “la memoria,
las estrategias, las normas y el documento resumen” (art. 22.1 TRLOTA); que las
“estrategias” vinculan, en parte, como criterios de soff law (art. 26.1 TRLOTA) y que
las “disposiciones normativas” o normas “tienen cardcter obligatorio para sus desti-
natarios” (art. 26.2 TRLOTA). Nada de esto se ajusta correctamente al documento
aprobado que, como en el caso de los demds planes autonémicos contra la despobla-
cién, no tenia mds pretension que la de ser un plan de gobierno o direccién politica
de cardcter indicativo.

La Directriz Especial aragonesa, en realidad, no contiene ninguna “norma” en el
sentido expuesto. La memoria reconoce abiertamente que €sas normas no se dictan,
en realidad, por el plan, sino, mds bien, que el plan prevé (como suele suceder en los
planes de gobierno o direccién politica) que se aprueben en el futuro algunas modi-
ficaciones legislativas por parte de las Cortes de Aragén (o, incluso, por parte del le-
gislativo estatal) o algunas normas reglamentarias por parte del Gobierno de Aragén
(creacién de un observatorio y de una ponencia especifica en el seno del Consejo de
Ordenacién del Territorio de Aragén, etc.) .

La parte del plan que programa la accién publica contra la despoblacién se estruc-
tura, con un grado de concrecién creciente, en objetivos generales, ejes de desarrollo,
objetivos concretos, estrategias y medidas. Por ejemplo, la estrategia “desarrollo de la
base juridica, productiva e industrial transformadora de base ecolégica” se concreta a
través, entre otras, de la medida “disefar una marca de calidad para productos agra-

rios ecoldgicos asociada a los espacios naturales protegidos de Aragén”'*'.

120" Directriz Especial de Ordenacién Territorial de Politica Demogréfica y contra la Despoblacién
de Aragdn (accesible on line), tomo I, memoria, p. 10.

121 Directriz Especial de Ordenacién Territorial de Politica Demografica y contra la Despoblacién
de Aragén (accesible on line), tomo 11, estrategias y medidas, p. 31.
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Tiene poco sentido aplicar a una estrategia de ese tipo la regulacion de la eficacia
de las “estrategias” contenida en el mencionado art. 26.1 TRLOTA. Por otra parte,
para esa medida (relativa a la marca de calidad) se indica expresamente que son “Ad-
ministraciones competentes” tanto la local como la autonémica, pero en ningtn sitio
se especifica cémo vinculan las medidas del plan a la Administracién local. En defi-
nitiva, el plan parece pretender para si una funcién directiva meramente indicativa y
la forma de la Directriz Especial “le queda grande” a esa pretension.

Esta impresién se confirma, por dltimo, por el hecho de que, como plan de orde-
nacién del territorio, la Directriz Especial haya tenido que ser sometida a evaluacién
ambiental estratégica, algo insélito para los planes contra la despoblacién del resto
de las comunidades auténomas y, en general, para los planes de gobierno o direccién
politica y los demds situados en la zona de la izquierda de la escala de la planificaciéon
a la que se ha hecho referencia arriba. No es extrano que el estudio ambiental estra-
tégico tenga que reconocer que “la Directriz (...) no establece « priori un marco para
la ubicacién, naturaleza, dimensiones, condiciones de funcionamiento o asignacion
de recursos a las distintas propuestas (objetivos, estrategias y medidas) (...). Por esta
raz6n el andlisis que se realiza no puede profundizar en detalle sobre los efectos con-
cretos que se mencionan (...)” '*%,

4.5. La Estrategia Regional de la Comunidad Auténoma
de Cantabria frente al reto demogrifico y lucha contra
la despoblacién 2021-2027

También sin la cobertura de una ley reguladora de este tipo de plan, como “pura”
accién de gobierno, se aprobé por Acuerdo del Consejo de Gobierno de Cantabria,
de 13 de mayo de 2021, la Estrategia Regional de la Comunidad Auténoma de
Cantabria frente al reto demogréfico y lucha contra la despoblacién 2021-2027 '

De si misma afirma la Estrategia que esta constituye “el documento planificador
de todas las acciones que se adopten en materia de lucha contra el despoblamiento
durante el periodo 2021-2027. Para valorar su e¢jecucién y el grado de cumplimiento
en dicho periodo se llevard a cabo una labor de seguimiento y evaluacién desde la
Direccién General de Administracién Local (...)” (p. 83). Dos ideas ya suficiente-
mente destacadas en relacién con los planes indicativos se sitGan en primer plano
con esta declaracion: que el plan, como resultado del diagndstico de la situacién y de
la fijacién de objetivos, ofrece un “banco de medidas” adecuadas para la ejecucién
de esta politica publica por parte de los 6rganos de la Administracién autonémica y
de otras que voluntariamente quieran contribuir a sus buenos resultados; y que a la

122 Directriz Especial de Ordenacién Territorial de Politica Demogréfica y contra la Despoblacién
de Aragdn (accesible o7 line), tomo V, evaluacién ambiental, p. 6.

123 Publicada en el Boletin Oficial de Cantabria de 8 de junio siguiente. Aqui se citard la paginacién
contenida en la propia Estrategia también en la versién publicada en ese Boletin Oficial.
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evaluacién y el seguimiento del plan corresponde buena parte del peso de su funcién
directiva, para lo que se fijan los indicadores que se utilizardn en el cumplimiento de
esa tarea (p. 84) y se identifica el 6rgano al que esta encomienda (el Consejo Asesor
para la lucha contra el despoblamiento de los municipios de Cantabria, p. 85).

Del contenido del plan resulta con claridad que este disena la politica ptblica
contra la despoblacién y las medidas que la integran, pero los actos juridicos que
hayan de surtir efectos de ese tipo se aprobardn en el futuro por los 6rganos y por
los procedimientos establecidos. Asi, se prevé la modificacién de varias leyes auto-
némicas, entre otras, la ley de subvenciones de Cantabria (p. 42); la creacién de
fondos ptblico-privados para la concesion de créditos blandos al emprendimiento en
el mundo rural (p. 50); y la celebracién por parte de la Administracién autondémica
de un contrato publico y de convenios de colaboracién con los Ayuntamientos para
crear cajeros automadticos desplazados (p. 53).

4.6. Conclusidn: los planes contra la despoblacién
en el contexto de la escala de la planificacién

En el marco tedrico disefiado en este trabajo serd fécil concluir con una caracte-
rizacidn general de los planes contra la despoblacién aprobados en tiempos recientes
por las comunidades auténomas. Son estos planes de gobierno o direccion politica
dotados de eficacia predominantemente indicativa. En efecto, estos planes, estrategias,
agendas o directrices, dictados tras la tramitacién de procedimientos marcados por
su flexibilidad, tienen un cardcter materialmente coordinador de un ingente volu-
men de actividad administrativa (relativa a la educacion, a la sanidad y a los servicios
sociales, a los transportes % y las carreteras, al sector agricola, ganadero y forestal, al
fomento de la investigacidn, a la infancia, a la mujer y a la familia, a la cultura, a las
energfas renovables, al abastecimiento de agua y al uso de las tecnologias de la infor-
macién y la comunicacidn, etc.), afectan pricticamente a todos los departamentos
de la Administracién dirigidos por el Gobierno autonémico, entre cuyas actuaciones
establecen prioridades politicas, y prevén su desarrollo futuro a través de otros planes
mds concretos e, incluso, de la aprobacién de medidas legislativas.

Su funcién directiva se cumple, principalmente, mediante el suministro y la ela-
boracién de informacién. A partir del diagndstico de la situaciéon de las cosas y de la
fijacién de concretos objetivos, se ofrecen concretas y numerosas medidas (“bancos
de medidas”) para su consecucién'® que podran ser desarrolladas (en principio, de
forma voluntaria) por los sujetos publicos y privados que estén dispuestos a dirigir su
actividad por la senda disefiada en la planificacion. Especial eficacia directiva corres-
ponde a los indicadores identificados por estos planes para la evaluacién periddica

124 Sobre esto véase E. CARBONELL PoRRas (2021: 379-412).

125 Sobre esto puede verse, por ejemplo, la sistematizacion de un “cuadro general de medidas” con-
tra la despoblacién que ofrece E J. Sanz LaRrRUGA (2021: 131-135). A una perspectiva historica de las
medidas adoptadas para la lucha contra la despoblacién rural se refiere E. LoPEZ RamoN (2021: 29-51).
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de lo que los poderes publicos estdn haciendo para luchar contra la despoblacién.
Los resultados de dichas evaluaciones deberdn ser utilizados por la Administracién
dirigida por el plan para, en su caso, corregir y mejorar su actuacién en este dmbito;
y podrdn utilizarse también para el control de la actividad del gobierno y para la
formacién de la opinién del electorado.

Es necesario advertir, por tltimo, que a estos planes, aparte de su funcién directi-
va “indicativa’, también puede corresponderles el tipo de “eficacia indirecta” a la que
se ha hecho referencia arriba. A través de convocatorias de subvenciones destinadas
a la ayuda para la realizacién de proyectos que materializan las medidas previstas en
los planes estos alcanzan una eficacia directiva no derivada de la propia fuerza del
plan'?. En el 4mbito de la lucha contra la despoblacién y la cohesién territorial en
Europa esto sucede a gran escala mediante las férmulas de financiacién con fondos
europeos reguladas en el Derecho de la Unién Europea'”.
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